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1. INTRODUCCION

La legitimacién procesal se define por refe-
rencia a dos elementos consustanciales a todo
proceso y ademds por este orden: sobre qué
se va discutir en el juicio y por quién. Es una
cuestién objetivo-subjetiva, si bien se sittia en
el plano de la constitucién subjetiva de la rela-
cién juridico-procesal. Por eso es habitual que
se defina como la “condicién” o “cualidad” que
rednen ciertos sujetos para el ejercicio de una
pretensién procesal concreta'.

Desde este posicionamiento, en las con-
cepciones tradicionales se partia de la idea de
que «activamente legitimado estd aquél que»
afirma soportar «el dafio juridico que la decla-
racién de certeza repara» y que «legitimado pa-
sivamente es aquél respecto el cual» se afirma
que «la sentencia debe hacer cosa juzgada, para
que el efecto esperado de la declaracién de cer-
teza se produzca»®. Esta manera de plantear la
cuestién estd actualmente sujeta a un niime-
ro tan considerable de matizaciones que cabe

cuestionar su vigencia. Igualmente es cierta
sélo circunstancialmente la afirmacién de que
la legitimacion “es identificable con la titula-
ridad de los derechos subjetivos que se hacen
valer en el proceso™/4.

En cambio, nuestro ordenamiento procesal
contempla diversos supuestos en los que la le-
gitimacién activa y pasiva no se otorga en fun-
cién de los criterios expuestos por tan reputa-
dos autores como los citados. Los arts. 10.11
y 11 LEC/2000 son un ejemplo de desvincu-
lacién de la legitimacién de la titularidad de
los “derechos” deducidos en juicio. Pero esto
no representa en puridad una novedad, pues
histéricamente el ordenamiento juridico —el
nuestro y los extranjeros— ha contemplado si-
tuaciones procesales similares, de lo cual no re-
sulta dificil encontrar citas cldsicas que traten
de definir la legitimacién en atencién de dicha
circunstancia. Es el caso de CARNELUTTI,
para quien la “la teorfa de la legitimacién se es-
fuerza, precisamente, por aclarar los principios
en que se funda la convergencia o divergencia
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entre la accién y el interés” y desde esta pers-
pectiva define la legitimacién como “la idonei-
dad de una persona para actuar en el proceso,
debida a su posicién, y més exactamente, a su
interés o a su oficio™.

A partir de esta constatacién, el presente
articulo tiene por objeto analizar, en primer
lugar, la posible desvinculacion entre la legi-
timacién procesal y los derechos subjetivos,
y, en segundo lugar, exponer c6mo, aunque
aparentemente las diversas reglas de legitima-
cién obedecen a consideraciones distintas (por
ejemplo la titularidad de un derecho subjetivo
del art. 10.I LEC y la titularidad de un interés
legitimo del art. 74 CC), todas ellas tienen un
elemento comun que las define: se establecen
a partir de la existencia de un interés juridi-
co, que se convierte en un elemento suficiente
para el estudio y determinacién de la legitima-
cién procesal en los procesos concretos.

Con tal planteamiento se aportan crite-
rios vélidos para una teorfa general de la le-
gitimacién en cualquier orden jurisdiccional;
de modo que, por ejemplo, muchos aspectos
del proceso contencioso-administrativo sirven,
bien contextualizados, para analizar la legiti-
macién civil.

Ahora bien, como se dird, la existencia de
un interés no otorga por si misma legitimacion,
siendo imprescindible que una norma procesal
habilite para ello. Sélo por ser titular de un
interés juridico no concurre legitimacién pro-
cesal, necesitindose una norma que expresa-
mente asi lo establezca. Puede entenderse que
es un paso innecesario, pero la distincién entre
el interés y las reglas de legitimacién para su
ejercicio contribuyen a clarificar el tratamiento
procesal de estas tltimas.

El interés juridico, en cuanto concepto ge-
neral del Derecho, por si sélo no puede deter-
minar la legitimacién procesal, necesitando de
normas de esta tltima naturaleza para ello. Pero
al mismo tiempo, como se va a tratar de com-
probar en este articulo, la legitimacién proce-
sal descansa esencialmente sobre la existencia
basica de ese interés juridico y de su titularidad
—aunque sea meramente afirmada—.

A partir de esta idea del interés como ele-
mento suficiente sobre el que establecer una
regla de legitimacién debe procederse también
al andlisis del propio concepto del interés juri-
dico, estableciendo, de ser asi, sus diversas ca-
tegorias, a la vez que puedan aportarse criterios
para su mejor configuracién para los fines que
se persiguen; esto es, definir mejor el concepto
de la legitimacién procesal. A estas cuestiones
se dedican las siguientes pdginas.

Pero para ello, como punto de partida de
nuestro andlisis, queremos reproducir las si-
guientes palabras de GUTIERREZ DE CA-
BIEDES que estimamos esenciales en todo lo
que se va a exponer: “debe sefalarse,..., que la
legitimacién no es una posicién —como afir-
man algunos autores—, sino que hace refe-
rencia, existe —se reconoce— en virtud de una
posicién en la que se encuentra el sujeto con
respecto a un determinado objeto. La posicién
o situacién del sujeto (la relacién de éste con
el objeto) constituye el fundamento de la le-
gitimacién, pero no la legitimacién misma’

——cursiva del autor—>9.

2. EL INTERES JURIDICO COMO
BASE DE LAS REGLAS DE
LEGITIMACION

Como se ha avanzado y se va a exponer més
detenidamente de aqui en adelante, la legiti-
macién descansa esencialmente sobre la exis-
tencia de normas procesales que estatuyen las
diversas reglas de legitimacién. Pero, para la
determinacién de dichas reglas, el legislador
tiene presente un elemento previo a las mis-
mas cual es el interés juridico, de modo que
no cabe confundirlo con las propias reglas de
legitimacion, pues aquél no es sino la realidad
juridica a la que atienden éstas.

El concepto de interés juridico no es pro-
pio del Derecho procesal’, y menos atin del
instituto de la legitimacién, aunque tiene es-
pecial relevancia en esta materia. Se trata de
un concepto general del Derecho, de lo que
dan muestra los multiples trabajos y autores



que desde diversas ramas juridicas han tratado
este concepto®.

Aqui sélo debemos analizarlo en la medida
que nos aporta criterios suficientes para enten-
der las diversas reglas de legitimacion, y como
ya se ha dicho no cabe confundir esas reglas
con el tipo de interés a cuyo servicio se defi-
nen’. En este sentido, se han formulado algu-
nas consideraciones generales sobre el interés
juridico que deben tenerse presentes en orden
al tema que nos ocupa. De una parte, son muy
apropiadas las palabras de SANCHEZ MO-
RON al afirmar que el interés determina “las
posibilidades de accién juridica de un sujeto,
es decir, las modalidades de consideracién de
dicho sujeto por el Derecho”!® y, de otra, des-
de un punto de vista més filoséfico, que el in-
terés plantea el problema de la “justificacién y

los limites de un poder™!!.

Pasemos a exponer la razones para sostener
que la legitimacion procesal es una institucién
que se puede articular a partir del Gnico con-
cepto del interés juridico.

A) LOS DERECHOS SUBJETIVOS
COMO REFERENCIA PARA
LA LEGITIMACION: SU
PROBLEMATICA

Entrando en el andlisis del interés desde el
estricto punto de vista de la legitimacién, debe
hacerse una consideracién previa. La doctrina
espanola, cuando ha afrontado el estudio de
la legitimacién, lo ha hecho mayoritariamente
con referencia a los derechos subjetivos, al “in-
terés legitimo” o a otras situaciones juridicas
residuales'?; si bien otros enfoques atienden a
una mayor complejidad de fenémenos juridi-

cos'3.

Este trabajo quiere, en cambio, poner de
manifiesto que el elemento de referencia para
el estudio de las diversas reglas de legitimacién
—también en el proceso civil— ha de ser el
interés juridico, sin ningtin otro apelativo.

La relevancia que el interés ha tenido en
la conformacién y estudio de la legitimacién
en el proceso contencioso-administrativo y no

en el proceso civil se explica a partir de con-
sideraciones puramente contextuales, pero no
de estricta técnica juridica. El interés juridico
como elemento legitimante no se “comporta’
de manera distinta en el proceso civil y en el
proceso contencioso-administrativo. Pero tra-
dicionalmente la escasa existencia de derechos
subjetivos en el Derecho administrativo'4,
contrariamente a su predominio en el Dere-
cho civil, ha determinado que, respectivamen-
te, los conceptos de interés juridico y derecho
subjetivo se hayan convertido en la referencia
bésica para el estudio de la legitimacién en
cada uno de esos dos érdenes jurisdiccionales.
Pero esa realidad histérica no debe impedir
que se ponga de manifiesto que detrds de todo
derecho subjetivo actuado en el proceso civil
existe un interés —si bien dotado de la mds
perfecta de las tutelas juridicas—; es decir, que
bajo la existencia de los derechos subjetivos
hay presentes otros elementos juridicos mds
basicos que permiten afirmar, como en el pro-
ceso contencioso-administrativo, que “la legi-
timacidn por interés, que es hoy la normal, de
modo que absorbe a la anterior”, en referencia
a la legitimacién por invocacién de un derecho
subjetivo’’.

No se trata de que el Derecho civil esté mu-
tando en su particular “contextura’, ni de pre-
conizar una “publicitacién” del proceso civil'®,
sino simplemente de reconocer que la intro-
duccién del interés juridico como técnica de
estudio del fenémeno de la legitimacién pro-
cesal civil aporta interesantes reflexiones.

La sola referencia al interés como elemen-
to de andlisis de las diversas situaciones legiti-
mantes —sin negar la existencia e incidencia
de los derechos subjetivos—, como se verd, no
es fruto de una evolucién en la materia, sino
simplemente de un cambio de planteamiento,
de enfoque o reorientacién. El interés recono-
cido por el ordenamiento juridico siempre ha
constituido la base de las reglas de legitima-
cién, pero dado que en el dmbito del Derecho
privado ese interés generalmente ha revestido la
forma de derecho subjetivo, histéricamente en
él se ha centrado el estudio de la legitimacién
—fendmeno que no se ha dado en el resto de
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6rdenes jurisdiccionales—. Es esencialmente a
partir de la evolucién experimentada por los
intereses supraindividuales durante la segunda
mitad del siglo XX, cuando los derechos sub-
jetivos pasan a compartir con otras situaciones
juridicas la base de los estudios sobre la legiti-
macién civil.

Pero histéricamente la titularidad de un de-
recho subjetivo no ha sido el tnico supuesto
de legitimacién en nuestro ordenamiento ju-
ridico-civil, sin que las modernas referencias a
los “intereses legitimos” y a los intereses supra-
individuales hayan supuesto un cambio cuali-
tativo en este orden —pero si cuantitativo—.
Baste citar ejemplos como la incorrectamente
llamada “accién subrogatoria® o previsiones
como la contenida en el art. 74.1 CC para ins-
tar la nulidad matrimonial, por referirse a dos
situaciones legitimantes en las que el derecho
subjetivo no tiene ninguna relevancia.

En cambio, el andlisis inicial de la legitima-
cién a partir de los derechos subjetivos presen-
ta ciertos obstdculos que son mds fécilmente
salvables con la referencia exclusiva al interés
juridico.

Cuando a efectos expositivos se utiliza la re-
ferencia al derecho subjetivo como primer hito
de la legitimacién civil, esa referencia obliga
reiteradamente a matizar que suelen existir
otros supuestos de legitimacién que no descan-
san sobre su existencia. As{ por ejemplo puede
comprobarse en el tratamiento de esta mate-
ria por parte de DE LA OLIVA SANTOS,
que, para referirse a las pretensiones en ma-
teria de filiacién, incapacitacidn, etc., justifica
la legitimacién en que los sujetos legitimados
se “encuentren en una determinada situacidn,
que, innegablemente genera en ellos un inte-
rés legitimo en obtener tutela jurisdiccional”;
situacién que poco antes ha calificado como
“situaciones juridicas concretas”!”.

El tratamiento de la legitimacién procesal
debiera partir precisamente de la constata-
cién y andlisis de esas “situaciones juridicas
concretas’ que generan un “interés legitimo”,
con independencia de la técnica juridica que
el ordenamiento utilice para su reconocimien-

to y proteccién, siendo de entre ellas la mds
perfecta, sin ningtin género de dudas, la del
derecho subjetivo'8. Estas situaciones juridicas
(o mero interés juridico) constituyen el punto
de partida para mejor comprender las reglas de
legitimacidn, pues esta debe partir de la consi-
deracién de todo poder, facultad o manifesta-
cién juridicamente reconocida.

La referencia al interés como punto de
partida explica todas las situaciones juridicas
legitimantes que contempla nuestro ordena-
miento: a) las que legitiman a quien afirme
la titularidad de un derecho subjetivo; b) las
que legitiman a pesar de no existir un derecho
subjetivo cuya titularidad pudiera afirmarse; y,
por dltimo, ¢) las que legitiman para el ejerci-
cio de un derecho subjetivo por un sujeto dis-
tinto a su titular. En cambio, la referencia a los
derechos subjetivos explican el fenémeno de la
legitimacién sélo de forma ocasional.

La referencia al interés permite, a su vez,
una ordenacién de las reglas de legitimacién
sin necesidad de acudir a su clasificacién como
ordinarias o extraordinarias —todas son or-
dinarias para el ejercicio del interés al que
coadyuvan—, o como directas o representa-
tivas, sino simplemente como reglas de legi-
timacién apropiadas —o no, si se las quiere
discutir— al tipo de interés al servicio del cual
se estatuyen.

B) EL “INTERES LEGITIMO” COMO
BASE DE LA LEGITIMACION
PROCESAL: SU AMBIVALENCIA

Centrando el andlisis de la legitimacién en
el estudio del interés (juridico), debe hacerse
una segunda consideracidn, esta relativa al uso
de la expresién “interés legitimo”, pues el or-
denamiento juridico espafiol la utiliza para re-
ferirse a situaciones juridicas distintas, lo que
aconseja que se prescinda de la misma para el
andlisis de la legitimacién y este se centre en el
mero concepto de interés (juridico).

Veamos cudles son las principales acepcio-
nes del “interés legitimo” en nuestro ordena-
miento.



1) Primera acepcién. Cuando el Derecho
tiene en consideracién un interés para tutelar-
lo, ya sea econémico o no, ya sea material o
procesal, dicho interés es por naturaleza “legi-
timo”; es decir, juridico o legalmente recono-
cido por el Derecho!. En consecuencia el uso
de la férmula “interés legitimo” como funda-
mento de ciertas reglas de legitimacién no es
mds que un pleonasmo si dicha expresién no
tiene otro alcance que el apuntado.

El ordenamiento juridico espafiol, sin nin-
gun planteamiento critico al respecto, utiliza
de forma profusa dicha expresion tanto en ar-
ticulos de aplicacién en todo orden jurisdic-
cional, como el art. 24.1 CE (“Todas las per-
sonas tienen derecho a obtener la tutela efectiva
de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus de-
rechos e intereses legitimos, sin que, en ningiin
caso, pueda producirse indefension”) y el art. 7.3
LOPJ (“Los Juzgados y Tribunales protegerdn los
derechos e intereses legitimos, tanto individuales
como colectivos, sin que en ningin caso pueda
producirse indefension”), como de aplicacién
particular en el proceso civil: asi el art. 74.1
CC (“La accion para pedir la nulidad del ma-
trimonio corresponde a los conyuges, al Ministe-
rio Fiscal y a cualquier persona que tenga interés
directo y legitimo en ella salvo lo dispuesto en los
articulos siguientes”) o el art. 131-1 CC (“Cual-
quier persona con interés legitimo tiene accion
para que se declare la filiacion manifestada por
la constante posesion de estado”) y otras disposi-
ciones contenidas en la Ley de Sociedades de
Capital o en la Ley Orgdnica del Derecho de
Asociacién —en cambio la LECiv, como se
verd, no establece ninguna regla de legitima-
cién con base en dicho concepto, si en cambio
la intervencién procesal—.

Por lo que se dird mds adelante, dicha ex-
presién no puede significar lo mismo en todos
ellos, si bien en todos tiene como comtn de-
nominador que se trata de intereses juridicos,
es decir, reconocidos legalmente.

En los arts. 24.1 CE y 7.3 LOP]J la referen-
cia a los “intereses legitimos” a la vez que a los
derechos subjetivos, ha de tener necesariamen-
te un alcance general y amplio, en virtud del
cual ante los tribunales se pueda plantear cual-

quier interés juridicamente relevante. Es decir,
en estos articulos es més evidente el uso pleo-
nistico de la expresién analizada y su uso sélo
puede justificarse para rechazar peticiones ca-
rentes de toda consideracién, expresa o técita,
por el Derecho. Asi, en el primer caso, cuando
se niega efectos vinculantes a la promesa a con-
traer matrimonio (art. 42 CC); o en el segun-
do, como pudiera ser una peticién de divorcio
puramente consensual®’. La inexistencia de un
interés legalmente reconocido con el que poder
fundamentar una demanda no es un problema
de legitimacién, pues el ordenamiento rechaza
su acceso a los tribunales cualquiera que sea la
persona que lo intente. El interés, asi conside-
rado, se convierte en una condicién objetiva
de accionabilidad o de acceso a la justicia, para
el que habrd que establecer su correspondiente
exigencia subjetiva o legitimacidn.

Este sentido reiterativo del “interés legfti-
mo” es destacado por la doctrina francesa con
respecto a lo dispuesto en el art. 31 del Code de
Procedure Civil: “laction est ouverte i tous ceux
que ont un intéret légitime”. GUINCHARD/
FERRAND/ CHANAIS ponen el acento en
que la exigencia de un interés, “a lui seul”, es
suficiente para permitir un control de admisi-
bilidad de la accién, sin necesidad de adelan-
tar el examen de su “legitimité™*!, aspecto que

debe reservarse para la sentencia®.

La doctrina francesa, a pesar de lo que
dispone el art. 31 CPC antes reproducido,
generalmente rechaza la exigencia de legiti-
midad del interés como condicién de acceso
a la jurisdiccién bajo el planteamiento de que
dicha exigencia comporta que se pase “insen-
siblemente” del examen de la admisibilidad de
la accién al de fondo de la pretensién® y se
critica abiertamente que el legislador francés
incurriera mediante esa referencia en la con-
fusién entre el derecho de accién y el derecho
sustantivo a tutelar?® atribuyéndose como ori-
gen de dicha confusién el concepto de derecho
subjetivo empleado por lhering: “un interés le-
gitimo juridicamente protegido™.

Compartimos la idea de la doctrina francesa
de que la invocacién de un interés (juridico) es
suficiente como elemento objetivo de acciona-
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bilidad?®, pero en el andlisis de admisibilidad
de la accién no cabe descartar que se realice,
de forma abstracta” y anticipada, un juicio de
legalidad del interés invocado.

Pudiera aducirse a continuacién que, como
apunta MANDRIOLI?, ésta no deja de ser
una cuestién de alcance teérico, o que sélo en
demandas absurdas el Derecho pudiera arries-
garse a denegar el acceso a la jurisdiccién®. Sin
embargo el aspecto que analizamos no deja de
tener su transcendencia practica, aplicable a
supuestos de apariencia mds normal. Es el caso
de los supuestos que hemos analizado en otro
trabajo®, en los que hemos concluido que en
el caso de una pretension de nulidad del testa-
mento concedido por persona incapacitada, la
misma no puede ejercitarse por ningiin sujeto
——tampoco por su tutor— mientras aquella
persona esté en vida, como tampoco puede pre-
sentarse demanda por la que se pretenda que
el asegurador de personas pueda repetir contra
terceros por los gastos soportados cuando ha
sido el propio asegurado quien ha provocado
los dafios reparados. En ambas situaciones no
concurren circunstancias objetivas de accio-
nabilidad, el ordenamiento no reconoce, para
ningin sujeto, una situacién juridica legiti-
mante como la expuesta por las partes procesa-
les. Bdsicamente estamos ante dos casos en los
que no se puede afirmar un interés reconocido
legalmente. En definitiva, falta el “interés legi-
timo” que invoca el art. 24.1 CE.

2) Segunda acepcién. Como ya se ha avan-
zado, el sintagma “interés legitimo” en el art.
24.1 CE no tiene el mismo alcance que, por
ejemplo, en los arts. 13 LECiv y 131-1 CC;

conclusién que se extrae del siguiente andlisis.

Por razones de sistema, el “interés legitimo”
es un concepto mds utilizado en el proceso
contencioso-administrativo, pero el ordena-
miento procesal civil también hace un uso
relativamente relevante de dicho concepto y,
como se dird, coincidente con el alcance que
tiene en aquel otro orden jurisdiccional; por
lo que son utiles los estudios que al respecto se
han realizado®'.

En el 4mbito del proceso civil, en una pri-
mera aproximacién al significado de ese con-
cepto en preceptos como los arts. 74, 131 y
140.I CC y 206.1 LSC??, entre otros, OR-
TELLS RAMOS confirma esa afirmacién: “La
cldusula del interés legitimo —o la similar, en
version negativa, de resultar perjudicado—, es
un concepto juridico indeterminado con cuya
aplicacién en el caso concreto el juez puede in-
dividualizar la persona investida del poder de
instar la tutela. Debe tratarse de alguien para
el que, aunque no tenga reconocido por el De-
recho un poder de exigir algo de otro, la actua-
cién del Derecho en el caso concreto reporte
una ventaja o la evitacién de un inconvenien-
te. La cldusula del interés presenta,..., diferen-
tes grados de indeterminacién: en ocasiones la
norma se limita a establecer que podran accio-
nar los que tengan interés o resulten perjudi-
cados; en otras acota con diversa precisién el
circulo de interesados”. Como se verd mds
adelante ese es el alcance que el TC ha dado al
“interés legitimo” para el art. 19.1.a) LJCA.

El “interés legitimo” al que se refieren es-
tas normas, es un interés juridico reconocido
legalmente, consistente o bien en evitar un
empeoramiento de la situacién juridica actual
(asi el hijo que impugna las segundas nupcias
de su padre), o bien en lograr un mejoria de
la misma. ;Qué aportan, pues, estos articulos
respecto de una previsién como la contenida
enelart. 24.1 CE?

Para interpretar el verdadero significado del
concepto “interés legitimo” que utilizan los
articulos citados no es suficiente con atender
a su alcance, sino que es preciso analizar su
origen. En estos casos puede afirmarse que en
todos ellos la legitimacién por “interés legiti-
mo” es consecuencia de una legitimacién por
interés derivado de situaciones juridicas inter-
puestas®, y ademds distintas de la deducida en
juicio.

En este punto debe constatarse una reali-
dad que debe ser una constante en el andlisis
de todo fenémeno de legitimacién procesal: la
distincién entre la situacién juridica legitiman-
te (el interés legitimante®) y la situacién juridi-
ca litigiosa (el interés /itigioso)*.



En el proceso civil lo normal serd que am-
bos intereses coincidan —esencialmente cuan-
do se trata del ejercicio de intereses elevados
a la categoria de derechos subjetivos—, pero,
como se analizard detenidamente mds adelan-
te, existen otros muchos supuestos en que el
interés que sirve de fundamento para la pro-
mocién de un proceso no es el mismo, ni ob-
jetivamente ni subjetivamente, que el interés
que identifica el objeto del proceso y sobre el
que se tiene que pronunciar la sentencia. Asi
ocurre en el caso de cualesquiera de las normas
que se estdn comentando, por ejemplo con el
citado art. 206.1 LSC.

MONTERO AROCA detecta el problema
al concluir “que la legitimacién por afirmacién
de titularidad de derecho subjetivo y la legi-
timacion por interés legitimo tienen que ser
diferentes”, pero no termina de definirlo.
Efectivamente la legitimacién es distinta, pues
en el primer caso descansa sobre la misma si-
tuacién juridica que fundamenta la pretension
procesal —véase mds abajo el andlisis sobre la
incidencia de los hechos identificadores de la
pretensién en la legitimacién—, mientras que
en el segundo la legitimacién descansa sobre
una situacién juridica distinta y auténoma a
aquella. Esta es la razén esencial de la existen-
cia de estas reglas de legitimacion: permitir el
acceso a la justicia con fundamento en situa-
ciones juridicas interpuestas. Pero en ambos
casos tienen un punto en comdn: se definen a
partir de la existencia de un interés reconocido

por el Derecho.

No obstante, no debe considerarse suficien-
te cualquier nexo para la aplicacién de estas
normas. Son utiles a este respecto las reflexio-
nes que realiza LOPEZ FRAGOSO, con oca-
sién de la intervencién procesal regulada en el
art. 13.1 LECiy, para tratar de fijar el alcance
del nexo que permite una intervencién proce-
sal sobrevenida. Dice dicho autor que no cabe
considerar como un “interés juridico en el re-
sultado de un proceso” aquella situacién de
mero interés de hecho, considerando por tal la
del tercero a quien le interesa que su acreedor
amplie su patrimonio en virtud de los procesos
que este ultimo ha promovido. Segtin dicho

autor, debe existir una relacién de subordina-
cién entre las dos situaciones juridicas para
que sea admisible aquella intervencién; y ésta,
a salvo los casos de cotitularidad del derecho
litigioso, sdlo se dard en quienes sean “titulares
de una relacién juridica material cuya existen-
cia o contenido depende de la controvertida en
un proceso ajeno’. Dicha exigencia debiera ser
plenamente aplicable a la conexién que debe
existir entre la que aqui se denomina situacién
juridica legitimante y la situacién juridica liti-
giosa®®.

La interpretacién del “interés legitimo” en
las normas de legitimacién procesales civiles
——como lo es también en el proceso conten-
cioso-administrativo— debe descansar, pues,
sobre la distincion entre la ventaja y utilidad
inmediata o directa y la ventaja y utilidad me-
diata o indirecta. Una y otra se distinguen por
la ausencia de situaciones juridicas interpues-
tas, en el caso de las primeras, o por su presen-
cia, en el caso de las segundas. Para el ejercicio
de la primera categorfa de situaciones juridicas
legitimantes bastard con aplicar el primer apar-
tado del art. 10 LECiv (“Serdn considerados
partes legitimas quienes comparezcan y actiien
en juicio como titulares de la relacion juridica u
objeto litigioso”); en cambio para las segundas
habrd que estar a lo dispuesto en el segundo
de sus apartados (“Se exceptiian los casos en que
por ley se atribuya legitimacion a persona distin-
ta del titular”); de ahi la conveniencia de nor-
mas como el art. 74.1 CC, por ejemplo. En el
caso de las situaciones legitimantes indirectas,
la sentencia de fondo no contendrd ningtn
pronunciamiento sobre la misma, de donde se
deduce que el alcance de esas normas es pura-
mente instrumental para la posterior y ulterior
satisfaccién de otros intereses directos de los
que también es titular el sujeto legitimado®.

El “interés legitimo” de estos articulos no
tiene otra relevancia que la puramente proce-
sal; no es mds que una situacién juridica legiti-
mante sin ningdn otro valor juridico fuera del
proceso. Si se observa que el tipo de preten-
sién procesal cuyo ejercicio permiten —accio-
nes constitutivas de nulidad—, se convendra
en que se trata de un poder juridico-procesal
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sin ninguna transcendencia en el dmbito de las
relaciones juridico-materiales.

Varias ideas se extraen de lo expuesto hasta
ahora: a) cuando una norma de derecho pri-
vado se refiere al “interés legitimo” como ele-
mento de legitimacién, esencialmente, y asi
puede comprobarse para cada uno de los arti-
culos citados, lo que hace es recoger supuestos
de situaciones juridicas legitimantes indirec-
tas; es decir, en atencidn a un interés legiti-
mante indirecto™, en el sentido expuesto; b) la
legitimacién basada en un interés (legitimante)
indirecto se limita al ejercicio de pretensiones
constitutivas —lo que comporta una delimi-
tacién de los poderes juridicos vinculados al
mismo—s; ¢) las situaciones juridicas que na-
cen de los intereses indirectos en ningin caso
comportan ejercicio de derechos subjetivos.

Una dltima reflexién a tenor de todo lo
expuesto. Dado que los intereses juridicos in-
directos aqui descritos no tienen ningin reco-
nocimiento en el dmbito juridico-material, el
legislador ordinario podria suprimir estas reglas
de legitimacién sin violentar el art. 24.1 CE, o
bien otorgarles un alcance procesal distinto a
la iniciacién de un proceso, limitando a los ti-
tulares de los mismos a una mera intervencién
procesal del tipo del art. 13 LECiv*! o incluso
limitada a una posicién de mero coadyuvante
procesal del titular del interés juridico litigio-
so.

Se podrd aducir que lo expuesto coincide
en esencia, en particular el cardcter indirecto o
reflejo, con las caracteristicas que se predican
de los supuestos que doctrinalmente se cono-
cen como de “sustitucién procesal”, para los
cuales la ley no menciona el “interés legitimo”.
En efecto: el fundamento de estos casos tam-
bién descansa sobre los beneficios a obtener,
o los perjuicios a postergar, en el dmbito ju-
ridico propio del sujeto legitimado, derivados
de otras situaciones juridicas interpuestas de la
que no se es titular. La diferencia reside bésica-
mente en que en estos casos la ley si permite el
ejercicio de pretensiones de condena, es decir,
concede mayores facultades procesales a los ti-
tulares de este interés juridico. En definitiva,
en ambos casos estamos en presencia de un

“interés legitimo”, para lo que sin embargo el
Derecho otorga un diferente régimen; lo que
constituye otra razén adicional para preferir la
alusién al interés juridico, sin apelativos adi-
cionales.

Como se podrd comprobar mds adelan-
te al tratar de la configuracién del interés en
nuestro ordenamiento procesal, lo expuesto
coincide esencialmente con la realidad juridica
del “interés legitimo” en el 4mbito del proceso
contencioso-administrativo: 1) la jurispruden-
cia reconduce ese concepto a la afectaciéon de
la esfera juridica de los particulares —y en su
caso, de sujetos de Derecho publico— por la
actuacién de una Administracién publica; 2)
el mismo sélo legitima para interponer pre-
tensiones constitutivas (art. 31.1 LJCA); 3)
siempre se tratard de un interés indirecto, esto
es, con fundamento en una situacién juridica
distinta a la deducida en juicio®?/%3.

Finalmente: en algunos casos, como el art.
74.1 CC, se exige ademds que el “interés legiti-
mo” sea directo. Como se dird mds adelante, se
trata de la atribucién subjetiva del interés, so-
bre la que descansa realmente la legitimacién
procesal que se concede para su ejercicio.

3) Tercera acepcion. La LECiv (arts. 22,
413.2,414.3,442.1 y 702.2) y la jurispruden-
cia* también utilizan esta expresién para refe-
rirse al interés en accionar. También lo hacen
autores como DE LA OLIVA SANTOS® y
CALDERON CUADRADO, que sigue al
primero, y en ldgica con la afirmacién de que
“el interés legitimo no es en el proceso civil
un elemento que sea dado considerar para la
admisibilidad de las pretensiones”; se concluye
que “hablar de la exigencia de un interés legiti-
mo en obtener la declaracién jurisdiccional es
tanto como hablar de la necesidad actual de la
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tutela jurisdiccional™” —cursiva del autor—.

Desde este planteamiento, se priva al “inte-
rés legitimo” de toda virtualidad en orden a la
legitimacién procesal civil, y por esa razén esa
concepcién del “interés legitimo” no interesa
al objetivo fijado en este trabajo, sin perjuicio
de algunas matizaciones.



Como se verd mds adelante con el andlisis
de diversas situaciones juridicas legitimantes,
de una parte el reconocimiento por el orde-
namiento de un interés juridico, y de otra el
“interés” o necesidad de tutela ante situaciones
de desconocimiento, violacién o amenaza del
mismo, tienen una diferente incidencia pro-
cesal, y sélo el primero estd relacionado con
la legitimacidn, afectando el segundo al por
qué del proceso y a la clase del tutela judicial a
prestar®. Asi se puede comprobar a partir de
la consideracién de una hipotética sentencia
desestimatoria de la demanda, en cuyo caso se
puede afirmar que ese hecho juridico serd la
prueba de la inexistencia del desconocimiento,
violacién o amenaza del interés juridico legal-
mente reconocido, sin que ello necesariamente
signifique que el promotor del proceso carecia
de legitimacién para ello ni que el ordenamien-
to juridico desconozca el interés juridico ale-
gado. En cambio, sin la debida legitimacion la
necesidad de tutela judicial no serd satisfecha.

El uso de la expresién “interés legitimo”
para referirse a la necesidad de tutela judicial
provoca confusién terminoldgica, y es muy
dudoso que ese sea el alcance que dicho sin-
tagma tiene en articulos como el 24.1 CE o
74 CC. Por lo tanto, y si no es dado negar una
necesidad de actuar como requisito adicional
de toda accidén, no es conveniente identificarla
de este modo®.

Si como se ha dicho no cabe confundir legi-
timacién y necesidad de actuar, a continuacién
hay que anadir que ambas cuestiones tampoco
estdn completamente desligadas. Sélo quien
afirme ser el titular del interés juridico necesi-
tado de tutela jurisdiccional estard activamen-
te legitimado; no obstante esta afirmacién no
aporta nada adicional a la teoria de la legiti-
macién; por lo que no parece que el concepto
de necesidad de actuar deba ser especialmente
considerado en su formulacién. Ademds se tra-
ta de conceptos que inciden en planos distintos
de la explicacién del fenémeno procesal, pues
aunque ambos son condiciones de la accidn,
el primero atiende a consideraciones politico-
juridicas y el segundo a consideraciones estric-
tamente fdcticas.

Concluyendo. En el ordenamiento espa-
fiol se hace uso de la expresién “interés legi-
timo” con al menos cuatro alcances distintos:
a) equivalente al de mero interés reconocido
por el ordenamiento juridico (art. 24.1 CE,
art. 7.1 LOP]J, art. 727.22 LECiv); b) como si-
nénimo de legitimacién por perjuicio indirec-
to (art. 7.4 CCy art. 19.1.a) LJCA; ¢) como
equivalente a necesidad de tutela (art. 258.1,
4143y 4,442.1y702.2 LECiv) 0 a su ausen-
cia por satisfaccién extraprocesal (arts. 22.1 y
413 LECiv); d) como criterio técnico-juridico
de puntual incidencia procesal (art. 13.1 6 491
LECiv*®) que no puede ser objeto de anilisis
en este momento.

Por todo ello, en adelante no se va a hacer
referencia al “interés legitimo” como situacién
juridica legitimante, sino al puro y simple inte-
7és (juridico).

C) EL INTERES LITIGIOSO Y EL
INTERES LEGITIMANTE (PROPIO Y
COMPARTIDO)

El interés juridico deducido en juicio se
puede clasificar en atencién a numerosos cri-
terios. Se habla de un interés privado y de un
interés publico, pero este criterio es poco fe-
cundo en la explicacién de las diversas reglas
de legitimacion pues, de una forma sintética,
se puede decir que en el proceso civil el interés
publico es aquel cuya tutela debe ser promovi-
da por el Ministerio Fiscal (art. 124.1 CE: “E/
Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones
encomendadas a otros drganos, tiene por mision
promover la accién de la justicia en defensa de la
legalidad, de los derechos de los cindadanos y del
interés puiblico tutelado por la Ley, de oficio 0 a
peticion de los interesados, asi como velar por la
independencia de los Tribunales y procurar ante
éstos la satisfaccion del interés social’)>!, y priva-
do todo el resto.

El interés también se puede definir desde
un criterio subjetivo, en atencién a que perte-
nezca a un solo individuo, al conjunto de los
individuos que conforman una sociedad 0 a un
grupo mds o menos definido de ellos; de este
modo, puede hablarse de intereses individua-
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les, generales o publicos y supraindividuales o
sociales, sean estos colectivos o difusos, segiin
una clasificacién que ya puede considerarse
consolidada en la legislacién, jurisprudencia y
doctrina. Esta clasificacién, si bien incide en la
determinacion de las reglas de legitimacién, en
ningln caso alcanza a definirlas, pues s6lo en
el supuesto de los intereses individuales sus ti-
tulares estdn legitimados por ley para su ¢jerci-
cio ante los tribunales; en los casos de intereses
generales y supraindividuales, su ejercicio no
es una atribucién exclusiva de sus titulares>?.
As pues, la titularidad del interés no es el cri-
terio determinante para definir la legitimacién
para su ejercicio jurisdiccional, pues el orde-
namiento juridico no establece una regla tan
sencilla en virtud de la cual estd legitimado el
titular del correspondiente interés, y sélo él lo
estd. Una regla de este tipo serfa suficiente si el
ordenamiento sélo contemplara intereses indi-
viduales, pero ni en ese hipotético supuesto el
criterio de la titularidad del interés serfa sufi-
ciente para explicar por ejemplo el fenémeno
de la legitimacién por sustitucién procesal.

Si ni la naturaleza ni la titularidad del inte-
rés deducido en juicio son criterios suficientes
para explicar todo el fenémeno de la legitima-
cién, debe buscarse otro criterio mds adecuado
para ello, y este puede ser el de la distincién
entre el interés litigioso y el interés legitimante.

Como se remarcard mds adelante, las re-
glas de legitimacién de las que se dota un or-
denamiento juridico atienden a la diferente
posicién que ocupan los sujetos respecto de
cada una de las categorias de intereses juridi-
cos deducidos en juicio, esto es, los intereses
ligitiosos. Es precisamente esa posicion la que
da lugar a un interés juridico diferente del de-
ducido en juicio y que denominaremos interés
legitimante, respecto del cual las reglas de legi-
timacion pueden exigir (art. 10.] LECiv), o no
(art. 10.II LECiv), que coincida con aquél.

Esa diferente posicidn frente a los intereses
juridicos es la que tiene presente el legislador
para establecer —con mayor o menor discre-
cionalidad— diferentes cdnones de legitima-
cién y que, aunque no pueden ser objeto de
exposicién en este articulo, si es conveniente

exponer algin ejemplo para una mejor com-
prensién de lo dicho.

Piénsese en un interés individual cldsico,
como el que se deriva del reconocimiento del
crédito como fuente de obligaciones, elevado
ademds a la categoria de derecho subjetivo. Del
mismo puede afirmarse que el legislador hubie-
ra podido optar exclusivamente por un canon
de legitimacién segin el cual sélo los titulares
de los intereses /itigiosos pueden ejercitarlos en
juicio. Sin embargo, como se ha visto, nuestro
ordenamiento también permite en algunos su-
puestos exigir judicialmente el cumplimiento
del derecho de crédito mediante un canon de
legitimacién que faculta a terceros no titulares
del “derecho” a instar su tutela judicial.

Respecto de un interés supraindividual
contempordneo como el de la tutela del con-
sumidor, el legislador dificilmente puede uti-
lizar el canon de la legitimacién por el titular
del interés litigioso, tanto por razones juridicas
como practicas, al carecer este interés de una
subjetivizacién definida. Por ello el legislador
opta por el canon de la legitimacién por terce-
ros en todo caso, si bien estos terceros deben
reunir ciertas caracteristicas, y debe avanzarse
ya que estos terceros en ninglin caso actdan en
concepto de representantes, pues dificilmente
encaja ese concepto en una situacion en la que
la legitimacién corresponde en grado de con-
currencia a las distintas asociaciones de consu-

midores que puedan constituirse>.

Es de insistir en que afirmaciones como la
acabada de realizar s6lo pueden hacerse con-
templado la heterogeneidad de intereses que
reconocen los ordenamientos actuales, y que
por lo tanto pueden resultar incomprensibles
si s6lo se atiende a los intereses individuales
normalmente identificados con los derechos
subjetivos (la propiedad, la propia imagen, el
crédito,...)*, por lo que de nuevo queremos
resaltar la mayor versatilidad del concepto de
interés juridico como referencia esencial para
el tratamiento del instituto de la legitimacién.

No obstante, limitado ese valor al interés
legitimante y no tanto al interés litigioso, la co-
incidencia de ambos intereses sobre una mis-
ma situacién juridica estd en funcién de una



subcategoria de los primeros cual puede ser la
de distinguir entre intereses propios e intere-
ses compartidos. Dicha distincién reside en el
monopolio que su titular tiene para el ejercicio
del mismo; de modo que se tratard de un in-
terés legitimante propio cuando la ley atribuya
el gjercicio de las acciones judiciales personal y
exclusivamente al titular del interés litigioso; y
en cambio se tratard de un interés legitimante
compartido cuando no se trate de un interés ni
personal ni exclusivo, por lo que otros sujetos
distintos al titular del interés litigioso puede
solicitar su tutela judicial. Como se verd mds
adelante, estos criterios, conjuntamente con
los ya expuestos mds arriba sobre el interés
directo e indirecto, aportan una considerable
ayuda para el andlisis singular de las situacio-
nes juridico-procesales sobre la materia.

Otra nota caracterizadora de esas categorfas
del interés legitimante es la distinta incidencia
que tiene en ellas de la autonomia de la vo-
luntad; mientras en los primeros concurrird un
absoluto predominio de la autonomia de la vo-
luntad, en los segundos no se niega su vigen-
cia, pero ésta encuentra diferentes correcciones
seguin los casos.

La distincién entre un interés propio y un
interés compartido estd en la base no sélo de las
modernas reglas de legitimacién para la tutela
de los intereses supraindividuales, sino que es
una distincién insita en las tradicionales reglas
de legitimacion por sustitucién procesal, como
ya se ha apuntado, o en reglas de legitimacién
como la contenida en el art. 74 CC.

El fenémeno de los intereses juridicos
compartidos —ni mucho menos un fenéme-
no reciente— es complejo. En sus manifes-
taciones mds cldsicas, como la legitimacién
por sustitucién procesal, se ha caracterizado
por la presencia de un elemento de ajenidad
existente entre quien formula la pretensién y
el “derecho” hecho valer en juicio. Por eso, es
frecuente que se hable en estos casos de ejerci-
cio de “derechos ajenos” o “situaciones juridi-
cas ajenas”®. Pero en tales expresiones se estd
poniendo el acento en el interés /itigioso y no
el interés legitimante, cuya titularidad no pue-
de negarse al tercero que promueve un juicio

para la defensa de aquel. La conclusién que se
alcanza es que, ya se trate de solicitar la tutela
judicial para un interés /itigioso por su titular
o por un tercero, ambos deberdn afirmar una
titularidad respecto del interés legitimante que
les permite promover la accidn judicial.

Para esto tltimo, mientras al titular del
interés litigioso le bastard con afirmar dicha
condicién, los terceros necesitardn afirmar una
hipotética afectacién de los efectos del proceso
en su propia esfera juridica. Asi pues, el inte-
tés juridico compartido como fundamento de
una legitimacién procesal ayuda a poner de
manifiesto que la base de toda norma de legi-
timacién es la afectacion, por la sentencia que
se dicte, de la esfera juridica de los individuos
personados en juicio. Esta es la idea de fondo
que se puede encontrar en los pronunciamien-
tos jurisprudenciales, tanto del TS, cuando rei-
teradamente recurren, para analizar la existen-
cia de legitimacién, a expresiones como “una
posicién o condicidn objetiva en conexidn con
la relacién material objeto del pleito”, “la rela-
cidn existente entre una persona determinada y
la situacion juridica en litigio”, “la cualidad de
un sujeto en relacién con la afirmacién dedu-
cida en un determinado proceso”, “adecuacién
entre la titularidad juridica que se afirma y el
objeto juridico que se pretende”, etc.”’; como
del TC cuando utiliza como canon interpreta-
tivo para estimar la legitimacién de un sujeto la
“ausencia de neutralidad” (STC 218/2009, de
21 de diciembre), o cuando ORTELLS RA-
MOS, para definir la legitimacidn, se refiere
a una “cierta vinculacién” de los sujetos legiti-
mados con el objeto procesal®®, y que también
estd presente en otras definiciones doctrinales
sobre la legitimacién®.

La afectacién de la esfera juridica de los su-
jetos que pretenden actuar como partes es evi-
dente en el caso de los intereses propios, pero
debe serlo igualmente en el de los compartidos,
sean estos individuales o colectivos.

Esta pudiera ser una representacion grafica
de lo expuesto y en la que se pueden obser-
var otros elementos de especial relevancia en el
andlisis de la legitimacién, pero sin llegar a su
determinacién:

LISl 2011, N° 10, PAGS. 214-248



LIl 2011, N° 10, PAGS. 214-248

Interés juridico
concreto

Situacion
juridica propia

Esfera juridica

legitimante

Componente objetivo

Alcanzado este punto, otra cuestién que
cabe abordar es la relativa a cémo y cudndo
cabe justificar la afectacién de la esfera juridica
por parte del sujeto que se dice legitimado. A
estas cuestiones se va a tratar de contestar en
los epigrafes siguientes.

D) EL INTERES LEGITIMANTE Y LOS
HECHOS CONSTITUTIVOS DE LA
PRETENSION

Como quiera que se configure la legitima-
cién —bien como cuestién de fondo o bien
como cuestién procesal—, existe unanimidad
en la doctrina espafiola respecto de que la mis-
ma constituye una cualidad o condicién de
las partes en relacién con el objeto procesal.
ORTELLS RAMOS lo expresa de una forma
muy precisa al afirmar que “La legitimacién
es un requisito subjetivo, pero no sélo eso. Su
existencia depende de wna cierta vinculacién
de las personas que se presentan como parte con
la situacion juridica material a la que se refiere
la pretensién procesal’®® —cursiva nuestra—.
También DE LA OLIVA SANTOS vincula la
legitimacidn “con los concretos objetos de unos
procesos”! y este es el sentido del art. 10.I LE-
Civ cuando establece que “Serdn considerados
partes legitimas quienes comparezcan y acten

Componente subjetivo

en juicio como titulares de la relacion juridica
u objeto litigioso” —cursiva nuestra—.

Pero, dado que la ley establece esa vincu-
lacién en unos casos con referencia a la titu-
laridad de la situacién juridica material (v. gr.
art. 10.I LECiv), y en otros con referencia a
otras posiciones juridicas respecto de la misma
(v. gr. art. 74 CC), cabe plantearse si existe un
denominador comin en ambos planteamien-
tos; a lo que debe contestarse que, en términos
generales, ha de consistir en la ocupacién de
una situacién juridica afectada por la resolu-
cién que se dicte, o dicho de otra manera, en
la existencia de un interés juridico legitimante
relacionado con la pretensién procesal.

Se deduce asi que el interés legitimante so-
bre el que singularmente ha de basarse la legi-
timacién para cada caso concreto se identifica
en funcién del objeto procesal, esto es, con
referencia al interés /itigioso deducido. Es lo
que, sintetizando muy acertadamente el sentir
doctrinal y jurisprudencial sobre esta cuestidn,
afirma ORTELLS RAMOS al respecto de que
“La legitimacién no puede ser apreciada si no
es en consideracion de la concreta pretension

62

VOCE.MZ[ interpuesta en un proceso” ®* —cursiva
P

nuestra—.

De nuevo podemos sintetizar de forma gré-
fica estas ideas y avanzar otras consideraciones
sobre la legitimacién con la siguiente figura:



Situ;gif)n Pretension
juridica rocesal
e jitinanta LEGITIMACION geducm

Componente abstracto

Ahora bien, en nuestro planteamiento la
concreta pretension procesal no es tanto la
rectora de la legitimacién propiamente dicha
sino del interés legitimante sobre la que se ha
de justificar aquélla; afirmacién que tratamos
de justificar a continuacidn.

De existir una vinculacién entre legitima-
cién y objeto procesal, necesariamente deberfa
serlo respecto de los elementos objetivos de
la pretensién, principalmente de sus hechos
identificadores, en los que se integrard la situa-
cién juridico-material deducida.

A estos efectos, los hechos identificadores
de la pretensién deducida en juicio deben con-
siderarse desde una doble perspectiva: de una
parte, en cuanto determinantes de la materia
litigiosa y la clase de interés deducido en jui-
cio; de otra, en lo relativo a la participacién de
la parte procesal en los mismos. Respecto de
la primera de estas consideraciones, los hechos
constitutivos siempre condicionardn la legiti-
macién de las partes procesales, de modo que
el acreedor extracontractual del demandando
estd legitimado para exigir el pago derivado de
los hechos causantes del dafio, pero no respecto
de las deudas pendientes de ese mismo deman-
dando con un tercero arrendador, por poner
un caso; igualmente los hechos constitutivos
determinardn que una asociacién de consu-
midores esté legitimada para demandar a una
entidad bancaria que aplica a todos sus clientes
un interés contrario a la ley, por tratase de inte-
reses sociales, como excluirdn su legitimacién
en el caso de versar sobre una reclamacion eco-

Componente concreto

némica por un cargo indebido practicado a un
cliente de esa misma entidad bancaria.

En cambio, la segunda consideracién de los
hechos identificadores no incide por igual en
todos los supuestos de legitimacién. Ya se ha
avanzado que existen dos pardmetros para de-
finir la legitimacién; primero aquel en virtud
del cual se exige una identidad entre ambos
intereses —intereses propios—, y el segundo
segtin el cual dicha identidad no es exigible
—intereses compartidos—. La participacion
de la parte en los hechos constitutivos de la
pretensién procesal s6lo condiciona su legi-
timacién en el caso de un interés legitimante
propio y directo —segtin se han definido ante-
riormente—; no asi en el resto de posiciones
juridicas vinculadas con la situacién juridica
material a la que se refiere la pretensién pro-
cesal, en los cuales la vinculacién de la parte
procesal con los hechos constitutivos es otra
que no la participacién en los mismos. Por lo
tanto la pretensién procesal no es el elemento
clave en la determinacién de la legitimacién en
todo supuesto, sino que pueden formularse las
siguientes situaciones:

a) Casos en los que la legitimacién exigird
una participacién de las partes procesales en los
hechos constitutivos de la pretensiones: serdn
aquellos casos en los que el interés legitimante
sea propio y directo (v.gr. el cumplimiento de
una obligacién contractual distinta al pago de
una cantidad).

b) Supuestos en los que la legitimacién se
fundamentard en un perjuicio personal para
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la parte procesal, aunque no haya participado
en los hechos constitutivos: son aquellos casos
de legitimacion tendentes a permitir el ejerci-
cio de un interés legitimante propio e indirecto
(v.gr. la peticidn, por “interés legitimo”, de la
nulidad de un matrimonio).

¢) Finalmente, los casos de legitimacién en
los que la parte legitimada alega una incidencia
de los hechos constitutivos en su dmbito juri-
dico de actuacién extraprocesal: son los casos
de un interés legitimante compartido (v.gr., la
“accién subrogatoria”), en los cuales tampoco
es exigible una participacién de las partes pro-
cesales en los hechos constitutivos.

En consecuencia, tanto en el caso de un in-
terés legitimante propio e indirecto, como de un
interés legitimante compartido, la estimacion
de la pretensién procesal no estd condicio-
nada por que la parte procesal sea titular de
la situacién juridica material deducida ni, en
consecuencia, por su participacién en los he-
chos constitutivos de aquella pretension; de lo
que cabe concluir que la admisibilidad de un
pronunciamiento de fondo sobre esa preten-
sién, amén de otras condiciones sobre la vdlida
constitucion de la relacidn juridico-procesal,
depende también de la existencia de un po-
der de conduccién del proceso basado en otras
consideraciones que no aquéllas; esto e, se tra-
ta de un poder puramente procesal reconocido
legalmente en razén de la afirmacién previa de
la existencia de un interés juridico en aquella
conduccién, necesariamente vinculado con los
hechos constitutivos. La legitimacién, pues,
no condiciona la estimacién de la pretensidn,
ni viceversa.

La explicacién técnica de esta realidad ju-
ridica no puede hallarse sino a partir de con-
sideraciones de pura politica legislativa, es de-
cir, con base en criterios de discrecionalidad
legislativa. Asf se ha comprobado al analizar el
criterio del “interés legitimo” como elemento
legitimador, conviniéndose que confiere puras
facultades procesales, sin reflejo en el dmbito
material, y que, salvo por la lectura expansiva
del art. 24.1 CE, podrian consistir no en la
conduccién del proceso, sino en la colabora-

cién con otro sujeto que hiciera la vez de prin-
cipal conductor de dicho proceso.

Pero también en los supuestos de un interés
legitimante propio y directo su explicacién tiene
fundamento en la politica legislativa (consti-
tucional, en nuestro caso). En estos supuestos,
la limitacién del poder de conduccién de un
proceso al titular de la situacién juridica ma-
terial deducida en juicio es una consideracién
juridico-politica establecida por el legislador
(art. 10.I LECiv) para preservar plenamente la
autonomia de la voluntad de aquellos titulares,
y todos los principios derivados de la misma®.
Consecuentemente la legitimacién en estos ca-
sos también es una condicién de admisibilidad
del pronunciamiento de fondo sobre la preten-
sién procesal, pero no de su estimacion.

En estos casos de legitimacién fundamen-
tada en la afirmacién de un interés propio y
directo, la desvinculacién entre la legitimacién
—no del interés legitimante— y la estimacién
de la pretensién se puede comprobar anali-
zando las diversas causas de absolucién en la
sentencia.

La legitimacién carece de toda repercusion
en el caso de la sentencia desestimatoria, bien
por la concurrencia de hechos impeditivos o
bien extintivos de la pretensién. En tales casos,
la sentencia de fondo estd condicionada por la
constatacién en dicha sede de la ausencia de
un verdadero “interés en actuar” por parte del
demandante, cuya necesidad de tutela hasta
ese momento habia sido afirmada en cuanto
hipotética. La titularidad de la situacién juri-
dica deducida en juicio no habrd incidido en el
resultado final del proceso.

Por otra parte, si los motivos de la deses-
timacién descansan sobre la apreciacién de
hechos excluyentes, el problema residird en
las condiciones temporales del ejercicio de la
accién, no en la falta de correspondencia en-
tre la legitimacién afirmada y la titularidad del
objeto litigioso.

El verdadero banco de prueba se planea en
aquellos casos en los que la desestimacién de
la demanda descansa en la inexistencia de los
hechos constitutivos. En estos, la incidencia



de los hechos constitutivos en la legitimacién
afirmada se reduce a la negacién de la partici-
pacion de la parte procesal en los mismos, pero
no al resto de hechos. Es por ello que, como
afirma GARBERI LLOBEGRAT, “resulta
perfectamente posible que una sentencia re-
conozca plena legitimacion a la parte deman-
dante y, sin embargo, desestime su pretension
(por no encontrar esta tltima acomodo en el
ordenamiento) (v gr. STS 12 de 20 de febrero
de 2006)7%,

Se desprende asi que en caso de vincular la
estimacién de la pretension a la legitimacidn,
esta tiene una escasa relevancia, circunscrita
exclusivamente a los casos en los que la par-
te demandada niegue en la contestacién a la
demanda la titularidad juridico-material acti-
va del demandante, lo que debiera ser objeto
de prueba, o bien que se trate de pretensiones
procesales de expresa declaracién o negacion
de la condicién de titular de la situacién juri-
dica litigiosa pues, en otro caso, la titularidad
afirmada no serd objeto de enjuiciamiento para
la estimacién de la demanda, que se centrard
en la prueba del resto de hechos discutidos por
las partes.

Si se analiza la jurisprudencia dictada sobre
esta cuestién, se pone de manifiesto que rara-
mente esta circunstancia es la que estd detrds
del reconocimiento de una falta de legitima-
cion. Resultard extrafio el caso de un sujeto
que reconociendo que el interés legitimante ha
de ser propio y directo, a continuacién anuncie
que no es el titular de ese interés.

Pero ademds, del andlisis de dicha jurispru-
dencia se constata que muchos casos resueltos
bajo la perspectiva de un defecto en la legiti-
macién de las partes procesales, en realidad
presentaban un problema previo a la misma,
cual es el de la inexistencia de un interés juridi-
co sobre el que fundamentar la pretensién pro-
cesal deducida, de modo que el resultado final
de la sentencia dictada en realidad es ajeno al
tema de la legitimacién, como se pondrd de
manifiesto mds adelante al analizar alguno de
estos casos®. El verdadero problema de legi-
timacién estd vinculado con la titularidad del

interés legitimante, presupuesta la existencia
del mismo.

Si se examina el caso que sirve a DE LA
OLIVA SANTOS para afirmar la falta de le-
gitimacién por la razén de que “yo demande a
un tercero para que se le condene a entregar a
mi pariente una cantidad que a éste le adeuda
el demandado”®®, se pueden formular diversas
observaciones:

1) El canon de legitimacién en materia de
crédito no exige una identidad de titularidad
en las situaciones juridicas legitimante y liti-
giosa, pues cabe la sustitucién procesal; pero
si exige la afirmacién de un interés legitimante
propio, directo o indirecto®. La existencia o no
del interés directo se desprenderd con relati-
va facilidad de los hechos constitutivos de la
pretensién procesal expuestos en la demanda,
lo que permitirfa un fécil control de esta si-
tuacién y pondrd de manifiesto el defecto de
titularidad respecto del interés legitimante. En
su caso, la concurrencia de un interés indirecto
—por ¢jemplo, que ademds de familiar, pero
independientemente de dicha circunstancia,
también soy acreedor de mi pariente— debe-
14 ponerse de manifiesto expresamente por el
actor procesal como elemento necesario para
afirmar la titularidad del interés legitimante.

En cualquiera de esos dos casos el ordena-
miento juridico podria arbitrar mecanismos
de control previo, de modo que el proceso
pudiera archivarse sin entrar al examen de la
pretensién de fondo, no ya porque se trate de
situaciones maximalistas que dificilmente se
dardn en la prictica, sino también por lo que
se indica a continuacién.

2) Que la negacién de la condicién de acree-
dor respecto de la pretensién deducida se haga
en la demanda no debe implicar negacién de
legitimacién, ni ineficacia del proceso®, sino la
necesidad de justificar la titularidad el interés
legitimante en otras circunstancias personales
de las que claramente se deduzca una conexidn,
nexo o 4mbito de afectacién con el resultado
del proceso. El tribunal, una vez constatada la
valida constitucién de la relacién juridico-pro-
cesal a partir de la afirmaci6n de titularidad del
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correspondiente interés legitimante, cualquiera
que sea su naturaleza, debiera proceder a dictar
sentencia de fondo con abstraccién hecha de
quiénes son los sujetos legitimados.

3) El ejemplo expuesto sirve ademds para
destacar cé6mo el tratamiento procesal de la
existencia del interés legitimante —no de la le-
gitimacién— puede hacerse de forma previa y
abstracta al examen de la pretensién procesal
—pero no al margen de ella—, pues bastard
con formular un andlisis juridico que concluya
que ningtn familiar —no sélo el de ese pro-
ceso concreto— dispone de interés, por esa
sola condicién, de hacer valer los derechos de
crédito de sus parientes. La cuestidn, como se
verd, reside en que nuestro sistema procesal no
articula un momento procesal oportuno para
ello.

Por tltimo podria concluirse que en la des-
vinculacién entre legitimacién y hechos cons-
titutivos puede contribuir a explicar la pregun-
ta que indirectamente se formula ORTELLS
RAMOS al respecto de por qué la legitima-
cién ha de merecer un tratamiento procesal
distinto que para el resto de elementos de los
que depende la estimacién de la pretensién
procesal®.

3. LA DISTINCION ENTRE EL
INTERES LEGITIMANTE Y LAS
REGLAS DE LEGITIMACION

De lo expuesto hasta ahora debiera con-
cluirse que el interés juridico es el auténtico, y
Ginico, elemento a tener en cuenta para analizar
la legitimacién en cada proceso; pero ademds
es preciso formular otra consideracién general,
ya minimamente avanzada: el interés, se cali-
fique como individual, general y/o colectivo,
directo o indirecto, publico o privado, no es el
elemento que atribuye la facultad de conducir
un proceso a unos u otros sujetos, es decir, no
es el elemento legitimador. Esta atribucién le
corresponde esencialmente a las reglas de le-
gitimacion, en virtud de las cuales se designa
el sujeto habilitado legalmente para promover

la defensa judicial de un interés determinado,
sea 0 no el titular del interés promovido en
juicio —que puede no coincidir con el interés
constitutivo del “objeto litigioso”—. El interés
juridico es un elemento necesario pero no sufi-
ciente’% pues en muchos casos un sujeto pue-
de tener interés pero no estar legitimado, por
no existir regla que lo habilite para defenderlo
ante los tribunales —por ejemplo, por no tra-
tarse del tnico titular del mismo—.

Esta consideracién debe hacer que se pres-
cinda del uso de expresiones como legitima-
cién por “interés” o por “interés legitimo”,
pues toda legitimacién tiene como base o fun-
damento la existencia de un interés juridico,
que sdlo cabrd calificar como directo o indirec-
to, individual, general o colectivo’!.

Convenimos con GUTIERREZ DE CA-
BIEDES —quien a su vez sigue a GUASP
DELGADO— en que deben distinguirse las
reglas de legitimacion de la situacién que las
provoca o fundamenta —que por otra parte
tienen una gran dosis de discrecionalidad le-
gislativa—. Este autor lo expresa del siguiente
modo, como ya hemos avanzado en la intro-
duccién a este trabajo: “Debe sefalarse,..., que
la legitimacién no es una posicién —como
afirman algunos autores—, sino que hace refe-
rencia, existe —se reconoce— en virtud de una
posicién en la que se encuentra el sujeto con
respecto a un determinado objeto. La posicién
o situacion del sujeto (la relacién de éste con
el objeto) constituye el fundamento de la legi-
timacién, pero no la legitimacién misma”’%/7
—cursiva del autor—. A nuestro entender, esa
situacién o posicidn es precisamente la exis-
tencia de un interés juridico; es decir, recono-
cido y protegido por el ordenamiento juridico,
en virtud de cuyas caracteristicas se establecen
unas u otras reglas de legitimacién procesal
para el supuesto de que sea necesaria su tutela
judicial.

Es de reconocer que la literalidad del art.
24.1 CE (recuérdese: “Todas las personas tie-
nen derecho a obtener la tutela efectiva de los
jueces y tribunales en el ejercicio de sus dere-
chos e intereses legitimos”) y la interpretacién
que del mismo ha hecho el TC mediante el



uso de expresiones como que “la apreciacién
de cudndo concurre un interés legitimo, y
por ende la legitimacidn activa para recurrir”
—cursiva nuestra— (STC 40/2009, de 9 de
febrero), o de que el art. 24.1 CE reconoce
“el derecho a la tutela judicial efectiva a todas
las personas que son titulares de derechos e in-
tereses legitimos” —cursiva nuestra— (STC
218/2009, de 21 de diciembre), asi como la
influencia expansiva que ha tenido el concepto
del “interés legitimo” manejado —esencial-
mente por la jurisprudencia— en el proceso
contencioso-administrativo, no contribuyen
a establecer esta distincién, dando a entender
que la mera existencia del “interés legitimo” es
suficiente criterio legitimador.

Con los antecedentes constitucionales
apuntados, dificilmente puede concluirse otra
cosa que afirmar que todo titular de un interés
estd legitimado para su defensa judicial. Pero
dicha conclusién no debe ser un obsticulo
para constatar que, aunque suelen coincidir
normativamente, una cosa es el reconocimien-
to legal de un interés y otra la atribucién de
una regla de legitimacién para su ejercicio ju-
dicial. El art. 24.1 CE se encarga estrictamente
de esto segundo’™.

En el proceso civil no es necesaria una re-
gla que expresamente reconozca legitimacién a
“quienes comparezcan y acttien en juicio como
titulares de la relacién juridica u objeto litigio-
so” (art. 10.] LECiv), como tampoco lo es en
el proceso contencioso administrativo aquella
regla que atribuye legitimacion a las “personas
fisicas o juridicas que ostenten un derecho”
(art. 19.1.a LJCA). De lo contrario se atentaria
contra el art. 24.1 CE.

Ambas reglas de legitimacién obedecen a
un mismo canon de legitimacién consistente
en la coincidencia de las situaciones juridicas
legitimante y la situacién juridica deducida
en juicio (legitimacién por interés directo)”.
Como se vera mas adelante, en los casos en los
que se cuestiona la legitimacion afirmada con
fundamento en uno de estos preceptos, lo que
realmente se estd cuestionando es el recono-
cimiento legal de la relacién juridica u objeto
litigioso, de modo que mediante el expedien-

te de la falta de legitimacion se trata de resol-
ver una cuestién que incide mds en el fondo
del proceso, que no en la vélida constitucién
subjetiva del mismo. Esto es, en los casos de
legitimacién afirmada con base en un interés
directo, si se cuestiona la misma en realidad
se introduce, como podrd comprobarse en los
ejemplos analizados mds adelante, un debate
distinto al de si las partes procesales estdn sin-
gularmente habilitadas para actuar en ese con-
creto proceso, pues el resultado serd, en caso
de prosperar esa denuncia, que ningin sujeto
podria haber accionado, ni en ese ni en ningtin
otro proceso.

En cambio, si son necesarias las reglas de
legitimacién “a persona distinta del titular”
(art. 10.1I LECiv) —del objeto litigioso, cabe
entender—, como la del art. 74 CC, o su equi-
valente en el proceso contencioso-administra-
tivo, como es la legitimacién de “las personas
fisicas o juridicas que ostenten... un interés
legitimo” (art. 19.1.a LJCA). Pero en nuestro
ordenamiento juridico esa necesidad es mds
aparente que real, pues es suficiente con que
el ordenamiento juridico reconozca el interés
(juridico) —en estos casos, un interés indirec-
to— para que en aplicacién de la regla legizi-
mante general que contiene el art. 24.1 CE sus
titulares puedan actuar en juicio.

Reglas como las contenidas en los arts.
11.bis LECiv, 74 CC, 206.1 LSC, etc., no son
reglas necesarias, sino reglas ttiles para los ope-
radores juridicos, a diferencia de lo que ocurre
por ejemplo en el caso de la accién de nuli-
dad de los contratos basada en los arts. 1301
y 1302 CC, de los que se deduce un interés
indirecto, pero que no contienen una regla ex-
presa de legitimacién —que ha tenido que ser
apreciada por la jurisprudencia—.

En el 4mbito del proceso civil el reconoci-
miento legal de un interés no se deduce, por
ejemplo, de normas como las de los articulos
74 CC (la accién de nulidad puede pedirse por
“cualquier persona que tenga interés directo y
legitimo en ella”); 131 CC (“Cualquier perso-
na con interés legitimo tiene accién para que
se declare la filiacién manifestada por la cons-
tante posesion de estado”); 206.1 LSC (“Para
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la impugnacién de los acuerdos nulos estin
legitimados todos los accionistas, los adminis-
tradores y cualquier tercero que acredite inte-
rés legitimo”), etc., pues las mismas contienen
exclusiva y directamente reglas de legitimacién
y en ningtn caso llegan a identificar el interés
legitimante, que cabe presumir que estd legal-
mente reconocidos por otras normas.

Por eso, como condicién previa a la apli-
cacién del art. 24.1 CE, y las reglas ordinarias
de legitimacién que lo desarrollan, habrd que
constatar la existencia del interés juridico, que
es lo que hacen los tribunales en una buena
parte de los casos, aunque aparentemente tra-
ten de resolver un tema de estricta legitima-
cion.

El art. 24.1 CE no contiene una regla de le-
gitimaci6n cerrada, sino de configuracién por
el legislador ordinario. En este punto, el mar-
gen que tiene el legislador ordinario es real-
mente limitado pues, sin negar al titular de un
interés su ejercicio en sede judicial, en algunos
casos s6lo puede condicionarlo a que se haga a
través ciertos sujetos representativos —asi para
los intereses colectivos—.

Efectivamente, sin el reconocimiento del
verdadero interés por otra norma, serfa nulo
el valor instrumental que cabe reconocer a los
preceptos citados. Asi, cuando una accién de
nulidad de un acuerdo societario se ejercita
por un socio, es porque la ley que regula la
vida de la sociedad en cuestién le reconoce in-
terés en la gestién y administracién de la mis-
ma (por seguir con el ejemplo, arts. 93 y ss.
LSC); igualmente el tercero que ejercita dicha
accién tendrd que alegar un interés legalmente
reconocido y sostener que se ve afectado por
el acuerdo societario que impugna (asi, por
ejemplo, el tercero acreedor de una sociedad
que acuerda su disolucién y liquidacién y en
cuyo pasivo no se incluye el crédito de aquél:
SAP Lleida, de 17 de marzo de 2000, AC
2000/1021). La diferencia estd en que para el
primero la nulidad afecta de forma directa a las
situaciones juridicas de las que es titular como
socio; en cambio para el segundo su situacién
juridica se resiente de forma refleja o indirecta,
es decir, como consecuencia de la existencia de

una situacién juridica interpuesta. Ambos tie-
nen interés, bien por ser parte de la situacién
juridica deducida en juicio, bien por ser parte
de otra situacién juridica afectada por aquella
otra situacion. La regla bdsica de legitimacién
del art. 10.I LECiv sélo atiende a los titula-
res de la situacién juridica deducida en juicio,
siendo por ello util que de forma expresa una
norma reconozca la legitimacién a los titula-
res de un interés indirecto reconocido por la leyes
—derivado de situaciones juridicas conexas
con aquella—.

A) ALGUNOS CASOS DE AUSENCIA
DE INTERES LEGITIMANTE
TRATADOS COMO FALTA DE
LEGITIMACION

La distincién entre el interés reconocido
legalmente y la regla de legitimacién para su
ejercicio procesal se manifiesta muy util para
el tratamiento procesal de estos dos elemen-
tos de toda accidén judicial. Sin embargo en la
practica, con cierta frecuencia, como se puede
comprobar con los ejemplos que se van a tra-

tar, se confunden ambas exigencias’®.

Es comun a los casos que se van a exponer
que en todos ellos los tribunales acaban por
realizar como paso previo un andlisis abstracto
de la situacién juridica planteada, de modo que
su solucién es una solucién abierta y generali-
zada para los casos concretamente deducidos
y para futuros procesos en los que se plantee
idéntica situacién juridica.

En el caso de la STC 210/2009, de 26 de
noviembre, se recurren en amparo las resolu-
ciones judiciales de los tribunales del orden
administrativo que habfan negado legitima-
cién a un concejal para impugnar el resultado
final de un concurso de empleo publico en el
que habia participado como miembro de la
comision evaluadora. La falta de legitimacién
se determind con base en lo dispuesto en el art.
20.1.2) LJCA”7 (en el orden civil también se ha
negado la legitimacién a los concejales’®).

En el caso comentado, el TC se plantea en
primer lugar, y en términos generales, la exis-
tencia o no de un interés de los representantes



locales elegidos democrdticamente en exigir
el funcionamiento ajustado a la legalidad de
la corporacién local a la que pertenecen; de
modo que pueden impugnar judicialmente
aquellas decisiones que consideren contrarias
al Derecho y hayan sido adoptadas por el 6r-
gano administrativo en el que se integran. La
respuesta que en este caso alcanza el TC es
afirmativa (siguiendo lo ya dicho en las SSTC
173/2004, de 18 de octubre y 108/2006, de 3
de abril”®) de modo que acaba por afirmar que
existe una “legitimacion ex lege, que corresponde
concretamente, por razén del mandato represen-
tativo recibido de sus electores, a los miembros
electivos de las correspondientes corporaciones lo-
cales para poder impugnar los actos o actuaciones
de éstas que contradigan el ordenamiento juri-
dico. No se trata de una legitimacion basada en
un interés abstracto en la legalidad, sino de una
legitimacion directamente derivada de la condi-
cion de representante popular que ostentan, en
cuanto ahora importa, los concejales de un Ayun-
tamiento y que se traduce en un interés concreto
—inclusive puede hablarse de una obligacion—
de controlar su corvecto funcionamiento, como
tinico medio, a su vez, de conseguir la satisfaccion
de las necesidades y aspiraciones de la comunidad
vecinal que, como primera competencia, asigna a
los municipios el art. 25.1 de la mencionada Ley
reguladora de las bases del régimen local”.

Sin discutir el resultado que alcanza el TC,
es evidente que solapa los dos conceptos, el del
interés y el de la legitimacidn, y que afirma-
do el primero se puede afirmar la segunda con
base en el art. 24.1 CE. Pero es excesivo afir-
mar que se trata de una “legitimacién ex lege”,
mdxime cuando lo que hace el TC es establecer
una regla de legitimacién (jurisprudencial) que
supone una excepcién al art. 20.1.a) LJCA.
En este proceso el TC no resuelve solamen-
te quién puede impugnar el resultado de un
concurso de acceso a la funcién publica, sino
que previamente a dicha cuestién constata la
existencia de un interés juridico determinado,
titularidad de ciertos sujetos, en virtud del cual
esos sujetos también estdn legitimados para su
impugnacién conjuntamente con los titulares

de otros intereses afectados por la situacién ju-

ridica dada.

En el proceso laboral puede verse la STC
12/2009, de 12 de enero de 2009, en la que
abiertamente, como paso previo a la legitima-
cién para un procedimiento de conflicto co-
lectivo, se aborda la existencia misma del inte-
rés colectivo.

En el orden civil es de comentar la STS de
5 de diciembre de 2008 (R] 2008/6974), me-
diante la que se resuelve un recurso de casacién
contra las sentencias anteriores que habfan ne-
gado legitimacién al contador partidor de una
herencia para impugnar la particién llevada a
cabo de comin acuerdo por los herederos. El
TS confirma dicha falta de legitimacién; pero
obsérvese que lo que realmente hace es negar
la existencia en nuestro ordenamiento de un
interés que permita fundamentar dicha legi-
timacién. La argumentacién es la siguiente:
“Esta Sala ha declarado que la aprobacion por
los interesados de las operaciones particionales
pone término a las labores de los albaceas con-
tadores partidores, Sin que les sea licito practicar
nuevas operaciones que modifiquen o sustituyan
a las ya aprobadas aunque hayan incurrido en
éstas en errores de valoracion, omision de bienes
o adjudicacion indebida, cuya enmienda, como
el ejercicio de las acciones que de ella se deriven
corresponde a los herederos’ (sentencia de 14 de
febrero de 1952). En la misma linea, también ha
negado legitimacion pasiva al contador partidor
una vez efectuada la particion, pues se extingue
el ‘interés legitimo’ que le vinculaba a la misma
(sentencias de 15 de julio de 1988 y 28 de mayo
de 2004). Si todo ello se dice respecto del con-
tador partidor que ha desarrollado sus funciones
como tal hasta la particion, con mayor ldgica se
ha de aplicar a un caso como el litigioso en que
la figura del contador partidor se ha limitado a
intervenir’ en una particion acordada y llevada
a la prdctica por los herederos, en modo alguno a
partir, y son estos los que pueden distribuirse la
herencia como estimen conveniente, por lo que no
hay obstdculo legal para que, de comiin acuerdo,
no computen como bienes de la misma las dona-
ciones que les hizo el causante... En estas circuns-
tancias, no es dificil caracterizar a la figura como
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una institucion modal, que puede incardinarse
en el art. 797 del Céd. civ., como institucion
modal de los herederos. Todo lo que no sea una
accion para exigir a los mismos el cumplimiento
del modo testamentario estd fuera del dmbito de
actuacion de los albaceas, y desde luego, lo estd
una accion dirigida a la nulidad de la particién
por error en el inventario”.

La sentencia comentada viene a concluir
que ningln contador partidor podrd afirmar
un interés en la impugnacién de ciertos actos
de los herederos, lo que en ningtin caso consti-
tuye un problema relativo a la correcta consti-
tucién subjetiva del proceso, sino a la ausencia
de interés juridico y consecuentemente de ne-
cesidad de su tutela —controlado en este caso
con cardcter previo al estudio del objeto liti-
gioso, y de oficio—.

Es significativa la confusién entre ambas
cuestiones en el caso de la STS de 24 de enero
de 1998 (R] 1998/152) en la que se afirma que
“dona Lidia M. V. carecia de legitimacion acti-
va ad causam para promover el proceso de que
este recurso dimana, ya que ningin hijo, con el
inico y exclusivo objeto, al parecer, de defender
sus posibles y futuros derechos legitimarios, estd
Sfacultado para impugnar, en vida de sus padres,
los actos dispositivos que éstos, en uso de sus ple-
nos e indiscutibles derechos, hayan realizado de
sus bienes”. Es evidente que en este caso lo que
estd en juego no es la legitimacion de un hijo
X para impugnar los actos de su padre Z, sino
la inexistencia de un interés juridico para cual-
quier hijo de impugnar los actos de sus padres
con base en sus futuros intereses hereditarios;
sencillamente se afirma que el ordenamiento
no lo reconoce y es patente cémo ese andli-
sis no puede sino hacerse de forma abstracta
—que en el caso concreto también se hizo de
oficio— y que, ademds, negar la legitimacién
a dona Lidia no puede significar reconocérsela,
por poner un nombre, a don Julidn. En el caso
comentado la accién también presentaba un
problema objetivo, no subjetivo.

Pero es sobre todo en el caso tratado en la
STC 196/2009, de 28 de septiembre, sobre la
legitimacién de la SGAE para intervenir como
parte en un proceso emprendido por un parti-

cular frente a un comerciante, para reclamarle
a este ultimo la devolucién del denominado
canon por copia privada, donde se revela ttil
y necesaria la distincién entre el interés y la
legitimacidn para su ejercicio.

En esta sentencia, aunque todo el esfuerzo
argumentativo que se hace gire aparentemente
en torno a la existencia o no de legitimacién de
esa entidad, en realidad el debate que subyace
en la misma es el de determinar si la preten-
sién formulada afecta o no al interés colectivo
cuya gestion juridica estd legalmente asignada
a esas entidades (art. 150 LPI); sélo resolvien-
do previamente esa cuestion se pueden tener
elementos suficientes para asignar o no legiti-
macién a la SGAE.

Ante los tribunales ordinarios se habia plan-
teado un proceso entre comprador y vendedor
particulares, en el que el primero pretendia,
tras la compra de unos discos compactos gra-
bables, que se condenara al segundo a la de-
volucién de aquella parte del precio satisfecho
la correspondiente compensacién equitativa
por copia privada (el conocido comdnmente
como canon por copia privada) pues no estaba
acreditado que los discos fuesen a almacenar
contenidos protegidos por la Ley de Propiedad
Intelectual. Tras la sentencia condenatoria de
la primera instancia, la SGAE tiene conoci-
miento de dicho proceso y solicita su nulidad
por no haber sido emplazada a comparecer en
el mismo. Los tribunales niegan legitimacion
a la SGAE para intervenir en dicho proceso,
a pesar de que si le reconocian un “interés le-
gitimo general” para la gestién patrimonial de
los derechos de autor, pero sostienen que no
es de aplicacién en este caso —y asi lo com-
parte también el voto particular de la STC
196/2009— al entender que no estaba en jue-
go la facultad de dichas entidades a reclamar
el canon a los vendedores —lo que establece
el art. 25 LPI—, sino que el objeto del plei-
to se atenfa exclusivamente al interés de los
compradores y vendedores y a las relaciones
entre estos, llegando a afirmar que el vende-
dor incluso puede asumir el coste del canon
fijado legalmente si decide no repercutirlo en
el comprador®. Es decir, el debate no es sobre



la titularidad del interés en juego, sino sobre el
tipo de interés deducido en juicio.

La lectura del voto particular a dicha sen-
tencia®! nos ilustra sobre este particular de una
forma sintética: “En el presente caso la Audien-
cia Provincial de Mdlaga considerd que debe di-
Serenciarse la relacion juridica material que nace
entre la entidad gestora de los derechos de pro-
piedad intelectual y el vendedor de los equipos,
aparatos o soportes materiales de reproduccion, de
aquella otra relacion que surge entre el vendedor
y el cliente-consumidor que los adquiere. A partir
de ral distincion el 6rgano judicial aprecia que la
legitimacion que el art. 150 del texto refundido
de la Ley de propiedad intelectual atribuye a las
entidades de gestion se circunscribe a la primera
de las indicadas relaciones.

(..) Atribuir legitimacion a la Sociedad Ge-
neral de Autores y Editores de Espaiia (SGAE)
para intervenir de modo universal en todo pro-
ceso en el que se discuta el destino de un concre-
to soporte audiovisual seria tanto como sostener,
salvando las distancias, que la Administracion
tributaria debiera ser llamada a toda clase de
procesos civiles en que se litigue sobre la validez
de actos, negocios juridicos o contratos privados
cuya realizacion genere la obligacion de tributar
por algiin concepto®.

El art. 150 LPI establece la presuncion legal
de que las entidades gestoras de los derechos de
propiedad intelectual debidamente autorizadas
actiban en defensa de los derechos confiados a su
gestion, sin necesidad por tanto de acreditar la
representacion de cada uno de los autores o edi-
tores. A pesar, por tanto, de que no haya duda de
que la SGAE estd plenamente legitimada para
iniciar toda clase de procedimientos administra-
tivos y judiciales en defensa de los derechos que
colectivamente gestiona, habri de entenderse esta
cualidad a que se refiere el art. 150 LPI como
legitimacion ad processum en el sentido procesal
de “capacidad” de ser parte, lo que nada impi-
de que pueda negarse su legitimacion ad causam
para intervenir en un concreto proceso, maxime
por motivos ajenos a la indicada presuncién de
representacion’”.

En resumen, lo que se estd diciendo es que
este proceso no afectaba a los intereses de la
recurrente en amparo, sino exclusivamente a
los intereses del vendedor y del comprador, y
a partir de esa consideracién se establece la le-
gitimacién correspondiente. Como se comen-
tard mds adelante, el TC descarta este plantea-
miento.

El expuesto no es un razonamiento despre-
ciable y pudiera considerarse razonable y por
lo tanto dentro del canon constitucional que el
TC aplica a la argumentacién de los tribunales
ordinarios, si no fuera porque crea artificial-
mente una desconexidn del interés de la situa-
cién juridica de la que es parte la SGAE con el
interés deducido en juicio y que afecta prima
Jacie a vendedores y compradores. Es decir,
scémo podrd posteriormente la SGAE exigir
al vendedor el pago de un canon, cuya existen-
cia ha sido negada por sentencia judicial? ;No
tiene la SGAE un interés directo e inmediato
en la manera que los tribunales aplican ¢ inter-
pretan el art. 25 LPI? ;Acaso la piedra angular
sobre la que descas la argumentacién de los
tribunales ordinarios —el hecho de que el ven-
dedor pueda asumir el coste del canon y no
aplicarlo al precio de venta— no se ve afectada
directamente si los tribunales declaran que no
existe el deber de devengar el canon?

La STC 196/2009 lo expone del siguien-
te modo: “Resulta evidente la existencia de un
interés legitimo, en cuanto entidad de gestion de
los derechos de propiedad intelectual. Y ello por-
que, mds alld de la reclamacion al vendedor de la
cuantia del canon correspondiente a una concreta
operacion de compraventa, se cuestionaba en el
mismo el contenido y alcance de la remuneracién
compensatoria o canon por copia prz'wzda previs-
to en el art. 25 LPIL asi como el papel atribuido
por la ley a las sociedades de gestion de los dere-
chos contra la propiedad intelectual, solicitando
incluso el demandante el planteamiento por el
drgano judicial de una cuestion de inconstitu-
cionalidad en relacion con el art. 25 LPI, entre
otras razones, por la inconstitucionalidad de los
sujetos gestores del derecho: las entidades de ges-
tidn, como las vinicas encargadas de la exigencia,
recaudacion, control y gestion del canon”.
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Se deduce de esta sentencia, una vez mds,
que a través del expediente de la falta o no de
legitimacion lo que se hace no es més que de-
terminar, con cardcter general, la existencia y/o
concurrencia de un interés juridico afectado
por la sentencia que se dicte y ello no puede
sino hacerse con cardcter abstracto a partir de
los hechos afirmados y se resuelve generalmen-
te mediante una cuestién puramente juridica.

En el proceso civil el andlisis previo de la
existencia del interés es poco frecuente, al es-
tar el ordenamiento juridico privado integrado
basicamente de intereses juridicos recogidos
bajo la técnica de los derechos subjetivos. Pero
los casos expuestos ponen de manifiesto c6mo
en un plano 16gico-juridico ese es el punto de
partida para la posterior constatacién de la co-
rrecta legitimacion para su ejercicio, y cémo en
no pocos casos se confunde el uno con la otra.
En el dmbito del Derecho civil, a diferencia de
lo que ocurre en el Derecho administrativo, el
interés subjetivo generalmente se establece ex-
presa y directamente por la Ley, de modo que
su constataciéon resulta relativamente sencilla,
de modo que cuando las situaciones juridicas
se articulan a partir de un interés directamente
reconocido en la Ley —asi por ejemplo, el de-
recho al cobro del crédito— los tribunales no
tienen que analizar la existencia en abstracto
de dicho interés, siendo suficiente para soste-
ner la legitimacién conforme al art. 10 LECiv
afirmar la tdtularidad del mismo. Sélo en la
sentencia se examinard la existencia concreta
del interés afirmado.

B) VERDADEROS CASOS DE
AUSENCIA DE REGLAS DE
LEGITIMACION

La cuestién es distinta cuando los tribuna-
les no tienen que constatar la existencia en abs-
tracto de un interés juridicamente reconocido,
sino determinar si el sujeto que lo actiia es o
no su titular y la existencia de una norma de
legitimacidn a su favor.

Salvando este tltimo aspecto que, en virtud
del art. 24.1 CE, queda ficilmente resuelto, el
problema es la concrecién subjetiva del interés

legitimante; lo que en el momento inicial del
proceso no puede hacerse de otra forma que a
partir de la afirmacién de su titularidad inte-
grada, con mayor o menor intensidad, segiin
ya se ha visto, con los hechos constitutivos de
la pretensién procesal.

También en estos casos el andlisis se hace
con cierto grado de abstraccién o de pura hi-
pétesis, como se comprueba en los siguientes
ejemplos.

En el caso de la STC 40/2009, de 9 de fe-
brero, se recurren dos sentencias previas que
habifan negado legitimacién a los actores para
impugnar unos acuerdos de reduccién y poste-
rior ampliacién de capital adoptados en junta
de una sociedad andénima a la que no habfan
sido convocados; lo que determiné que no pu-
dieran realizar una nueva suscripcién de accio-
nes perdiendo por ello la condicién de socios.
Los tribunales ordinarios, en aplicacién del
entonces art. 117.1 LSA, niegan su legitima-
cién con base precisamente en la falta de su
condicién de accionistas en el momento de in-
terponer la demanda.

En este caso, a diferencia de los expuestos
anteriormente, el TC no tiene que plantearse
si el ordenamiento juridico reconoce o no a los
socios interés en impugnar los acuerdos socie-
tarios; no tiene que resolver una cuestiéon ge-
neral, sino una cuestién singular del caso, cual
es la de integrar la norma de legitimacién en
la situacién juridica expuesta. Por eso razona
del siguiente modo: “ese acuerdo de reduccion
y simultdneamente ampliacion del capital de
la compania Braun y Gallardo, S.A. (que en la
demanda de amparo y en las propias Sentencias
recurridas en amparo grdficamente se denomina
como ‘operacion acordedn’), es justamente uno
de los dos acuerdos que los demandantes de am-
paro pretendian impugnar en el proceso a quo,
con _fundamento en que, pese a tener la condicion
de socios accionistas de dicha sociedad, no fueron
convocados a la junta en la que se aprobd el refe-
rido acuerdo (ni a la anterior junta celebrada el
17 de septiembre de 2002, cuyos acuerdos tam-
bién pretendian impugnar), lo que les impidié
suscribir ninguna de las acciones objeto de la ci-
tada operacion de ampliacion de capital (previa



reduccion del capital inicial a cero), resultando
por ello, a juicio de los demandantes, ilegitima-
mente despojados de sus derechos como socios. Las
Sentencias recurridas en amparo incurren asi en
una quiebra ldgica de juicio, porque, prejuzgan-
do el fondo del asunto, al atribuir indirectamente
validez a un acuerdo societario que era precisa-
mente objeto de impugnacion en el proceso por
parte de los demandantes, niegan a éstos legiti-
macion ad causam para impugnar en concepro
de socios (art. 117.1 LSA) ese acuerdo, que les
desposeyo de su condicion de socios accionistas de
la compania®. Concluye que otra solucién su-
pondria una “interpretacion rigorista y despro-
porcionada de la norma aplicable”.

EI'TC se refiere a una “quiebra légica de jui-
cio”, pero lo cierto es que el resultado tenfa que
ser ese teniendo como criterio la sola pregunta
de si gserfa otra la situacién juridica actual de
los demandantes de prosperar la demanda?,
esto es, gvolverfan a ser accionistas? —afecta-
cién o no neutralidad de la decision—. Esa
pregunta pone de manifiesto que no resulta
infundada la afirmacién de un interés personal
y actual al momento de la interposicién de la
demanda a pesar de que formalmente no tie-
nen la condicién de accionistas, cuyo recobro
es el verdadero interés legitimante™.

En el caso tratado en la STC 218/2009,
de 21 de diciembre, se resuelve la legitima-
cién para la impugnacién del Real Decreto
370/2004, de 5 de marzo, por el que se apro-
baba el estatuto del personal de la sociedad
estatal Correos y Telégrafos, por parte de la
asociacién “Agrupacién de Trabajadores Dis-
criminados (ATADOS)”. Los tribunales ordi-
narios habfan rechazado la legitimacién de di-
cha asociacién con el pretexto de que, a pesar
de estar integrada por trabajadores de Correos,
estatutariamente también estaba abierta a ter-
ceras personas “que tengan interés en el desa-
rrollo de los fines de la asociacién”.

El recurso administrativo se fundaba en
la posible produccién de situaciones de dis-
criminacién al establecer el RD 270/2004,
entre otras cosas, que sélo los sindicatos que
negociaron el nuevo estatuto del personal de
correos podian participar en las negociaciones

para su desarrollo, o la introduccién de una
doble escala retributiva contraria a la igualdad
de trato. El TC en ningin momento se cues-
tiona la existencia de un interés juridico como
fundamento de la accién ejercitada —que se-
ria el principio de igualdad, art. 14 CE—, ni si
en el proceso en cuestidn se trata de un interés
colectivo y en tal caso existe una norma especi-
fica cual es la del art. 19.1.b) LJCA por la que
se legitima a las asociaciones para su defensa,
sino tan sélo si concretamente la asociacién
recurrente puede considerarse interesada a la
vista de lo que dicen sus estatutos internos.

Para esto ultimo, el TC tiene que analizar
someramente los estatutos de la asociacién re-
currente, para alcanzar la conclusién de que
“a la vista de cuanto ha quedado expuesto, es
notoria, como seniala acertadamente el Ministe-
rio Fiscal en sus alegaciones, la concordancia de
los fines estatutarios de la asociacion recurrente
con el objeto del litigio” y de ese modo el TC
establece una directa relacién entre el objeto
del pleito y el sujeto legitimado. Ademds este
es el dato determinante de la legitimacién de
la asociacién, pues aunque “cabe aniadir que si
bien es cierto, como se destaca en la Sentencia im-
pugnada, que los estatutos de la asociacion recu-
rrente permiten incorporarse a la misma a todas
las personas fisicas o juridicas que lo deseen (y no
solo, por tanto, a quienes ostenten la condicion
de funcionarios de Correos y Télégrafos), no lo es
menos que para ello se exige que “tengan interés
en el desarrollo de los fines de la asociacion” (art.
6)”, el haber hecho depender la legitimacién
de este dltimo elemento, el TC lo refuta como
“una restriccion rigorista y desproporcionada del
acceso a la jurisdiccién”. Aunque no lo haga ex-
presamente, lo que hace el TC es un ¢jercicio
de integracién del citado art. 19.1.b) LJCA
con relacién a los hechos deducidos en juicio,
de donde se desprende la lectura de que lo re-
levante en estos casos para estar legitimado no
es la composicién de la asociacidn, sino sus ob-
jetivos estatutariamente fijados.

Concluir que la asociacién recurrente si
posee interés en impugnar por discriminato-
rio el citado real decreto no comporta ninguna
valoracién sobre el resultado final del proceso
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y la efectividad de la discriminacién denuncia-
da, sin perjuicio de que el TC haya tenido que
realizar un ejercicio de hipdtesis consistente
en concluir que de ser cierta la discriminacién
denunciada los intereses de la asociacién recu-
rrente se ven afectados, ejercicio que es posible
realizar con cardcter previo al examen del ob-
jeto litigioso. Reconocer esa legitimacién tam-
poco significa que sélo dicha asociacién pueda
impugnar la citada disposicién general®.

Esta sentencia no sélo sirve de ejemplo de
un verdadero caso de integracién de normas
de legitimacién® sino que, ademds, pone de
manifiesto que en algunos casos la afirmacién
de ditularidad del interés tiene que venir con-
trastada mediante un principio de prueba que
sitve de referencia en el andlisis abstracto que
realiza el érgano jurisdiccional sobre la titula-
ridad del interés legitimante.

4. LA CARACTERIZACION
DEL INTERES LEGITIMANTE
EN NUESTRO SISTEMA
PROCESAL.

Es habitual que del interés se prediquen
una serie de notas de las que se hace depender
en tltima instancia la legitimacién. Asi la ju-
risprudencia suele exigir para justificar cierta
legitimacién que la misma se fundamente en
interés juridico “directo” —no en el sentido
analizado anteriormente— y “actual”. Convie-
ne por lo tanto realizar algunas observaciones
al respecto de estas notas del interés juridico.

A) QUE SE TRATE DE UN INTERES
DIRECTO

Lajurisprudencia remarca que la afirmacién
de un “interés legitimo” ha de ir acompafiada
de una potencial incidencia del resultado del
proceso en los derechos o expectativas legiti-
mas del sujeto que promueve el juicio®”. Esta
doctrina, aunque creada en el seno del proce-
so contencioso-administrativo es plenamente
aplicable en el proceso civil; en particular en

el caso de los supuestos de legitimacién por
“interés legitimo”, aunque adicionalmente no
se exija que también serd “directo”, tal y como

hace el art. 74 CC.

Cuando la jurisprudencia exige que el inte-
1és, ademds de “legitimo” sea “directo” o “pro-
pio”, con ello no se estd indicando otra cosa
que se trate de un interés que afecte a la propia
esfera juridica del sujeto legitimado, ya sea este
un sujeto particular, por ejemplo el tercero que
insta la nulidad de un matrimonio, ya se trate
de una asociacién que promueve la defensa de
intereses colectivos.

Téngase presente que cuando la jurispru-
dencia analiza la concurrencia de un interés
desde el punto de vista de la legitimacién, se
estd haciendo referencia al interés legitimante,
que, conviene insistir una vez mds no tiene por
qué coincidir con el interés que constituye e
identifica el objeto litigioso. Es decir, desde el
punto de vista de la legitimacién, que el inte-
rés sea directo ha de significar que la decisién
final no ha de ser neutral (juridicamente) para
el sujeto que promueve el juicio, coincida o no
este sujeto con el que es parte en la situacién
juridica constitutiva del objeto del proceso.

Por lo tanto, la exigencia de que el inte-
1és sea “directo”, en el sentido apuntado, no
es mds que la concrecién de la propia norma
de legitimacién pues, aunque exista un interés
juridico, no podrd ejercitarlo quien no afirme
ser su titular. Esto es, mediante esta exigencia
se estd haciendo un control aprioristico de la
afirmacién de la titularidad del interés legizi-
mante desde el punto de vista de su posibilidad
Jjuridica o hipotética acogibilidad —a este res-
pecto véanse las sentencias que se citan mds
adelante—.

Esta exigencia, que se deriva esencialmente
del proceso contencioso-administrativo®®, se
explica desde la necesidad de introducir ele-
mentos de subjetivizacién de la regla general
que contiene el art. 24.1 CE con respecto a los
“intereses legitimos™®’, de modo que, que el in-
terés sea “directo”, es la forma que ha encontra-
do la jurisprudencia —y también el legislador,
puntualmente— para descartar como criterio



legitimante el mero interés por el respecto de la
legalidad. Eso explica su mayor constatacion
en el proceso contencioso-administrativo®,
pero también que lo exija por ejemplo el art.

74 CC.

En el proceso civil, ya se trate de una situa-
cién juridica basada en un derecho subjetivo,
ya de una situacion de interés por perjuicio,
la nota del interés “directo” es necesaria en
todo supuesto, pues todo legitimado tendrd
que afirmar que la resolucién final del proceso
afecta a su situacién juridica personal y actual.
De nuevo el hecho de que en el proceso civil
los intereses juridicos aparezcan bajo la forma
de derechos subjetivos ha hecho irrelevante el
criterio que ahora se analiza, lo no que signifi-
ca que no esté presente.

Cabe descartar que el apelativo directo pue-
da entenderse como contrapuesto al interés
indirecto o reflejo, es decir, a aquel que no nace
exclusivamente de la situacién juridica deduci-
da en juicio, sino como consecuencia de otras
situaciones juridicas conexas con aquella, se-
gn se ha expuesto anteriormente.

Varios ejemplos pueden servir para con-
trastar lo dicho, que aunque mayoritariamente
surgidos en procesos administrativos, también
son aplicables en el proceso civil en los térmi-
nos expuestos en este apartado cuando se trate
de la legitimacién otorgada a personas juridicas
o entidades constituidas para defender ciertos
intereses sociales o colectivos. En estos casos
debe tenerse presente la doctrina que el TC ha
establecido respecto de las personas juridicas,
en cuanto para las mismas “no es neutral o indi-
Jferente” para “sus fines estatutarios” la existencia
de una norma —sustantiva—, su aplicacién y
los pronunciamientos judiciales que puedan
hacerse sobre la misma (SSTC 282/2006, de
9 de octubre, FJ 3,y 28/2009, de 26 de enero,
FJ 4; STC 218/2009).

La STC 218/2009, de 21 de diciembre, re-
cuerda que “con relacidn al orden contencioso-
administrativo, ...el interés legitimo se caracteriza
como una relacién material univoca entre el suje-
to y el objeto de la pretension (acto o disposicion
impugnados), de tal forma que su anulacién pro-

duzca automdticamente un efecto positivo (bene-
ficio) o negativo (perjuicio) actual o futuro pero
cierto, debiendo entenderse tal relacion referida a
un interés en sentido propio, cualificado y especi-
fico, actual y real (no potencial o hipotético). Se
trata de la titularidad potencial de una ventaja
o de una utilidad juridica, no necesariamente de
contenido patrimonial, por parte de quien ejerci-
ta la pretension, que se materializaria de prospe-
rar ésta (entre otras, SSTC 252/2000, de 30 de
octubre, FJ 3; 73/2006, de 13 de marzo, FJ 4;
52/2007, de 12 de marzo, FJ 3; y 28/2009, de
26 de enero, FJ 2)” —subrayado nuestro— y
“En consecuencia, existiendo una relacion direc-
ta entre los fines de la asociacion y los concretos
motivos en que se fundamentaba la impugnacién
del Real Decreto 370/2004, de 5 de marzo, por
el que se aprueba el estatuto del personal de la
sociedad estatal Correos y Telégrafos, sociedad
andnima, “no cabe negar que para la asociacion
recurrente, en atencion a sus fines estatutarios, no
es neutral o indiferente el mantenimiento de la
norma recurrida” (SSTC 282/2006, de 9 de oc-
tubre, FJ 3, y 28/2009, de 26 de enero, FJ 4).

En este mismo sentido la STC 220/2001,
de 31 de octubre: “para que exista interés legi-
timo en la jurisdiccién contencioso-adminis-
trativa, la resolucién impugnada (o la inacti-
vidad denunciada) debe repercutir de manera
clara y suficiente en la esfera juridica de quien
acude al proceso”.

Ya en el orden civil, la STC 196/2009 sobre
la intervencién la SGAE en los procesos entre
particulares sobre el canon de compensacién
también es un buen ejemplo de lo expuesto
cuando expone que “como recorddbamos en la
STC 196/1997, de 13 de noviembre, FJ 6, las
entidades de gestion de los derechos de propiedad
intelectual se crean como un cauce especialmente
establecido por el legislador para la gestion co-
lectiva de los mencionados derechos de contenido
patrimonial, entre los que se encuentra el relativo
a la remuneracion por copia privada del art. 25
LPI, que en su apartado séptimo (en la redaccion
vigente en el momento de los hechos y aplicable al
caso) establecia que ‘el derecho de remuneracion
a que se refiere el apartado 1 del presente articulo
se hard efectivo a través de las entidades de gestion
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de los derechos de propiedad intelectual”. Tras la
modificacion efectuada por la Ley 23/2006, de 7
de julio, entre otros, del art. 25 LPI, el contenido
del apartado 7 pasa, en términos sustancialmente
idénticos, al apartado 8 del mismo precepto, cuyo
tenor literal es el siguiente: “La compensacion
equitativa y tinica a que se refiere el apartado 1 se
hard efectiva a través de las entidades de gestion
de los derechos de propiedad intelectual”. Por otra
parte, conviene recordar que el art. 150 LPI es-
tablece, con cardcter general, que las entidades de
gestion “una vez autorizadas, estardn legitima-
das, en los términos que resulten de sus propios
estatutos, para ejercer los derechos confiados a su
gestion y hacerlos valer en toda clase de procedi-
mientos administrativos o judiciales”™ .

Finalmente, la STC 12/2009, de 12 de ene-
ro, en un asunto del orden laboral, al respecto
de la exigencia de un interés directo hace la
siguiente distincién: “e/ hecho de que una Sen-
tencia pueda llegar a tener efectos reflejos en in-
tereses individuales no otorga, por defecto y sin
excepcidn, legitimacion para ser parte en ese pro-
cedimiento... que la sentencia firme de conflicto
colectivo produzca efectos de cosa juzgada sobre
los procesos individuales pendientes de resolu-
cion o que puedan plantearse y que versen sobre
idéntico objeto (art. 158.3 LPL), dinicamente
significa que en los procesos individuales no po-
drd desconocerse lo resuelto en el proceso colectivo,
sin que quepa entonces replantear lo ya juzgado,
pero no supone —y no podria implicarlo por las
garantias que aqui si comprometen el derecho de
defensa— una limitacion para que en un po-
tencial proceso ordinario se resuelvan pretensio-
nes individuales, que en ningiin caso han sido
abordadas ni resueltas, directamente, por aquella
resolucion precedente’.

Por dltimo, apuntar que en algunos casos
el TC se refiere a este requisito como interés
“concreto”. Asi STC 210/2009, de 26 de no-
viembre: “No se trata de una legitimacion basa-
da en un interés abstracto en la legalidad, sino
de una legitimacion directamente derivada de
la condicion de representante popular que osten-
tan, en cuanto ahora importa, los concejales de
un Ayuntamiento y que se traduce en un interés
concreto —inclusive puede hablarse de una obli-

gacidn— de controlar su correcto funcionamien-
to, como tinico medio, a su vez, de conseguir la
satisfaccion de las necesidades y aspiraciones de
la comunidad vecinal que, como primera compe-
tencia, asigna a los municipios el art. 25.1 de la
mencionada Ley reguladora de las bases del régi-
men local.

B) QUE SE TRATE DE UN INTERES
ACTUAL

La STC 166/2008, de 15 de diciembre, en
un caso de falta de emplazamiento en un pro-
ceso contencioso-administrativo, siguiendo lo
que ya habia establecido en la STC 207/2005,
de 18 de julio, sostiene que la produccion de
una posible indefensién dependerd de “Que
el demandante de amparo sea, en primer lugar,
titular de un derecho o de un interés legitimo
y propio, susceptible de afeccion en el proceso
contencioso-administrativo en cuestion, lo que
determina su condicidn material de demandado
en aquel proceso. La situacion de interés legitimo
resulta identificable con cualquier ventaja o uti-
lidad juridica derivada de la reparacion preten-
dida. En todo caso hay que destacar que la titula-
ridad del derecho o interés legitimo debe darse al
tiempo de la iniciacion del proceso contencioso-
administrativo (SSTC 53/2003, de 24 de mar-
zo, ] 3; y 102/2003, de 2 de junio, FJ 2).

Como se ve, la jurisprudencia también exi-
ge que el interés sea “actual”. Sin embargo, esta
nota no afiade nada al andlisis que se ha hecho
del interés legitimante pues, por una parte, el
reconocimiento del interés en la ley es una ma-
nifestacion suficiente de su actualidad o vigen-
cia y ningtin sujeto podra hacer uso del mismo
si ha sido expulsado del ordenamiento y, de
otra, cuando se exige que “En todo caso hay que
destacar que la titularidad del derecho o interés
legitimo debe darse al tiempo de la iniciacion
del proceso contencioso-administrativo (SSTC
53/2003, de 24 de marzo, FJ] 3; y 102/2003, de
2 de junio, FJ 2)” (STC 166/2008, de 15 de
diciembre)?!, en realidad se estd haciendo refe-
rencia a la necesidad de jurisdiccién o interés
en actuar’?, elemento que no debe incidir en
la legitimacién, como ya se ha dicho, si bien es



cierto que, dado que el ordenamiento procesal
no prevé ningdn expediente para su control,
al menos en el proceso contencioso-adminis-
trativo, el tratamiento procesal de la legitima-
cién en aquel orden jurisdiccional brinda una
oportunidad para su constatacién y, en caso
negativo, cerrar sobrevenidamente el proceso
iniciado.

Desde un punto de vista de las condiciones
del ejercicio del derecho de accidn, el interés
“actual” también puede venir referido a que la
accién se ejercite en plazo. Tampoco este as-
pecto incide en la legitimacién, debiendo de-
nunciarse el ejercicio extempordneo de una ac-
cién a través de la correspondiente excepcion
de prescripcién o caducidad.

5. CONCLUSION: NUESTRA
DEFINICION DE LA
LEGITIMACION PROCESAL

A partir de todo lo expuesto, pensamos que el
interés juridico es un concepto juridico suficien-
te para explicar el fenémeno de la legitimacion
procesal en todos los érdenes jurisdiccionales, y
que tal concepto, debidamente analizado y deli-
mitado, no requiere de otros apelativos para dar
soporte a las reglas de legitimacién, sino que,
contrariamente, esos apelativos (esencialmente:
“legitimo”, “directo” y “actual”) en poco contri-
buyen a clarificar el tema de la institucién pro-
cesal que nos preocupa.

NOTAS

Igualmente, el andlisis realizado en las p4-
ginas anteriores nos permite aventurar la si-
guiente idea de la legitimacién como aquel
presupuesto procesal consistente en una consi-
deracién o determinacién juridico-politica en
virtud de la cual, dentro del marco constitu-
cional, el legislador define qué situaciones ju-
ridicas vinculadas con una pretensién procesal
concreta conceden el poder de conduccién del
proceso en que se ha deducido.

Esas  consideraciones juridico-politicas
atienden, de una parte, a la naturaleza de los
intereses tutelados y, de otra, a puras conside-
raciones de servicio publico.

Respecto de los primeros, en el proceso ci-
vil, en el que predominan los intereses priva-
dos, el principal criterio legitimante es el de la
autonomia de la voluntad de los titulares de
las situaciones o relaciones juridicas deducidas
en juicio, sin que este criterio se imponga de
una forma absoluta, cediendo en el caso que
el legislador considera justificado limitar aque-
lla autonomia ante otras situaciones juridicas
igualmente reconocidas por el Derecho.

Respecto de lo segundo, la consideracién a
los recursos materiales y personales de la Ad-
ministracién de Justicia determinard que el
legislador limite los supuestos de legitimacién
a situaciones juridicas social y politicamente
justificadas, y en la mayoria de ellas a sujetos
representativos de las mismas.

1. GUTIERREZ DE CABIEDES, P, “A vueltas con la legitimacién: en busca de una construccion estable”, en Poder
Judicial, n° 54, 1999, p. 224. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil: el proceso de declaracién (con Diez-
Picazo Giménez), Madrid, 2004, p. 152. ORTELLS RAMOS, M., Derecho procesal civil (con otros), Pamplona, 2010,
p. 145.

También la jurisprudencia se expresa en términos similares, asi, entre las mds recientes, la STS de 14 de octubre de
2010 (RJ 2010/7460): “La legitimacion ad causam [para el proceso] consiste en una posicién o condicién objetiva en
conexién con la relacién material objeto del pleito que determina una aptitud para actuar en el mismo como parte,
se trata de una cualidad de la persona para hallarse en la posicion que fundamenta juridicamente el reconocimiento
de la pretensién que se trata de ejercitar. La legitimacién exige una adecuacién entre la titularidad juridica afirmada
y el objeto juridico pretendido”. O la STS de 4 de marzo de 2003 (R] 2003/2733), que para el proceso contencioso-
administrativo sostiene que la legitimacién es “la interrelacién existente entre el interés legitimo invocado y el objeto
de la pretensién”.

En el Derecho francés no se emplea el término “legitimacion” para referirse a esta cuestién, sino el de “qualité”.

LISl 2011, N° 10, PAGS. 214-248



el DIEY 2011, N° 10, PAGS. 214-248

2. CHIOVENDA, G., La accién en el sistema de los derechos, Santa Fe de Bogotd, 1986, p. 131.

3. GARCIA DE ENTERRIA, E., Curso de Derecho Administrativo, 11 (con FERNANDEZ, T. R.), Madrid, 2008, p.
631.

4. Méxime en el proceso contencioso-administrativo, cuyo objeto (inzerés tutelado) versa principalmente sobre el some-
timiento de las Administraciones publicas al ordenamiento juridico (art. 106.1 CE), del cual ningtin particular puede
afirmar su titularidad. Este s6lo puede afirmar interés indirecto afectado por el incumplimiento de aquella exigencia
constitucional (interés legitimante).

5. CARNELUTTTL, E, Sistema de Derecho procesal civil, 11, Buenos Aires, 1940, p. 30.
6. GUTIERREZ DE CABIEDES, P, “A vueltas...”, op. cit., p. 223.

7. GUTIERREZ DE CABIEDES, P, “A vueltas...”, op. cit., p. 263. También en el Derecho francés se deja constancia
de ello: CAYROL, N., “Action en justicie”, en Répertoire Procédure civil Dalloz, 2003, n. 219.

8. A titulo de ejemplo: CARDONA LLORENS, J., “Interés, interés juridico y derecho subjetivo en Derecho Interna-
cional publico”, en Estudios en recuerdo de la profesora Sylvia Romen Alfaro, vol. 1, 1989, pp. 231-248; GARCIA DE
ENTERRIA, E., “Una nota sobre el interés general como concepto juridico indeterminado”, en Revista Espafiola de
Derecho Administrativo, nim. 89, 1996, pp. 69-89; SAINZ MORENO, E, “Reduccién de la discrecionalidad: el in-
terés publico como concepto juridico”, en Revista Espariola de Derecho Administrativo, nim. 8, 1976, pp. 63-94; SILVA
SANCHEZ, A., “Origenes y fundamentacién de la relevancia juridico-social del interés”, en Anuario de la Facultad de
Derecho (Universidad de Extremadura), nim. 21, pp. 467-502.

9. Para esta finalidad es suficiente la consideracion que del interés juridico hace MONTERO AROCA, J., De la legi-
timacién en el proceso civil, Barcelona, 2007, p. 203, como “una suerte de relacién ideal existente entre una persona (o
grupo) que siente una necesidad y un bien de vida apto para satisfacer esa necesidad. Desde esa perspectiva un interés
se convierte en juridico cuando el mismo es contemplado por el Derecho...”.

10. SANCHEZ MORON, M., La participacién del ciudadano en la administracién piiblica, Madrid, 1980, p. 112.
11. DOCKES, E., Valeurs de la democritie. Huit notions fondamentales, Paris, 2005, p. 157.

12. Asi MONTERO AROCA, J., De la legitimacién..., op. cit., p. 196, lo dice del siguiente modo tratando de resaltar
el avance —supuestamente— experimentado en este punto: “Hasta no hace mucho la manera normal de referirse a
la legitimacion lo era con referencia, bien a la afirmacién de titularidad de derechos subjetivos (y en la parte pasiva la
imputacién de la titularidad de la obligacién), bien en la existencia de situaciones juridicas en las que no cabia hablar
ni de derecho subjetivo ni de obligacién; a esos supuestos nos hemos referido antes, pero ahora es necesario atender a
la legitimacién por el interés legitimo”. Por su parte, GARBERI LLOBREGAT, J., Capacidad, postulaciin y legitima-
cidn de las partes en el proceso civil, Barcelona, 2009, pp. 70 a 76, se refiere, ademds de los “titulos de legitimacién” por
derecho subjetivo o “interés legitimo” a la legitimacién “ope legis”. A su vez DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho
procesal civil..., op. cit., p. 154, se refiere, sin precisarlas, a otras “situaciones juridicas concretas” distintas de los derechos
subjetivos. GIMENO SENDRA, V., Derecho procesal civil, Madrid, 2007, p. 141, aisladamente se refiere también a
“intereses de las personas”, “intereses juridicos” o “bienes juridicos”, pero los derechos subjetivos y los “intereses legiti-
mos” constituyen el cuerpo de su exposicién.

13. ORTELLS RAMOS, M., Derecho procesal civil, op. cit., pp. 147 a 154, cita entre otras posiciones legitimantes las
siguientes: derechos subjetivos, “poderes juridicos”, “interés legitimo” e “intereses sociales”.

14. La “especial contextura del Derecho Administrativo... no obedece mds que parcialmente a un principio conmuta-
tivo de justicia y que por ello s6lo en estrechos mdrgenes relacionales directos para permitir descomponer la legalidad
administrativa en derechos subjetivos tipicos de los ciudadanos”, GARCIA DE ENTERRIA, E., Curso..., op. cit., p.
632.

15. Ibidem, p. 633.



16. Salvo que se confunda el mero interés juridico con el interés publico o general, la introduccién de esa técnica juri-
dica como criterio de andlisis del proceso civil no ha de hacer perder de vista que en este se tutelan mayoritariamente
intereses privados, sin perjuicio de la tutela excepcional de ciertos interés publicos.

17. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., pp. 154 y 155.

18. Referirse exclusivamente al interés juridico no comporta pues negar la existencia del derecho subjetivo. Vid. MON-
TERO AROCA, J., De la legitimacién..., op. cit., p. 204.

19. Nos resultan muy dtiles para transmitir esta idea las siguientes palabras de DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho
procesal civil, op. cit., p. 164: “Uno de los presupuestos de toda accién es la existencia de inzerés legitimo. Con estos
términos se quiere hacer referencia, si bien se mira, a la existencia de 7nzerés, dando por sentado que serd legitimo, este
decir, que el Derecho amparard al demandante (o al demando reconviniente)” —cursiva del autor—. Debe tenerse en
cuenta que el citado autor es partidario de una concepcidn concreta de la accién, de ahf la referencia al demandante o
demandado reconviniente, pero si se parafrasea al mismo sin distorsionar su mensaje, podemos decir que el interés que
se dard por sentado que es legitimo en cuanto estard amparado por el Derecho.

20. MANDRIOLI, C., Diritto processuales civile, Torino, 2006, p. 52, cita ademds, para el derecho italiano, pero ple-
namente aplicables en nuestro ordenamiento, los ejemplos de una demanda que pretenda la resolucién de un contrato
porque ya no se repute mds conveniente, o quien, fuera de los supuestos de responsabilidad objetiva, solicita el resarci-
miento del dafio sufrido al tiempo que se reconoce que haber actuado de forma culpable. En el Derecho francés es muy
recurrente en la doctrina referirse a los tiempos en los que la jurisprudencia no admitfa a trdmite las peticiones formu-
ladas por la concubina solicitando la indemnizaciones derivadas del accidente causante de la muerte de su compafiero.
Por todos CADIET, L., y JEULAND, E., Droit judiciare privé, Paris, 2006, p. 221.

21. Da la impresion de que en este punto estd el origen mismo del término “legitimacién” en ordenamientos como el
espafol y el italiano, y que en cambio no se ha consolidado en el Derecho francés ni el alemdn. Ello habria contribui-
do, ademds, a dificultar su identificacion respecto de otras figuras y su tratamiento procesal. Sobre la incidencia de la
confusién entre el derecho subjetivo y la accidn en el origen de la legitimacién vid. MONTERO AROCA, ]J., De la
legitimacion..., op. cit., pp. 46 a 50.

22. GINCHARD, S., FERRAND, E Y CHAINAIS, C., Procédure civile, op. cit., p. 156. Ademds dichos autores
remarcan que historicamente el concepto “legitimo” ha tenido mds contenido moral que juridico y ha servido para un
posicionamiento de los jueces ante ciertos usos de la justicia por los ciudadanos.

23. GINCHARD, S., FERRAND, E. Y CHAINAIS, C., Procédure civile, Droit interne et droit communautaire, Paris,
2008, pp. 128: “en exigeant que cet intérét soit legitime on passe insensiblemente de 'examen de la recevabilité de
Iactién a celui du bien-fond¢ de la prétention”.

24. CADIET, L., y JEULAND, E., Droit judiciare privé, op. cit., pp. 221-2; GINCHARD, S., FERRAND, F. Y
CHAINAIS, C., Procédure civile, op. cit., pp. 154-7. Coinciden dichos autores en sefialar también que la jurisprudencia
francesa paulatinamente ha ido reduciendo el alcance del término “legitimo”.

. En la doctrina cldsica también se ha relativizado el uso del adjetivo “legitimo”. Asi CHIOVENDA, G., Instituciones
de Derecho procesal civil, 1, Madrid, 1940, pp. 200-1, para quien un interés legitimo consistia en “un estado contrario
a derecho”.

25. IHERING, L., El espiritu del Derecho romano, IV, Buenos Aires, 1947, p. 326. La doctrina francesa achaca a esta
definicién la confusion entre la afirmacién de un interés —condicién de admisibilidad de la demanda— y el efectivo
amparo legal de ese interés afirmado, es decir, la legitimidad de la pretensién formulada —condicién de éxito de la
accion—. CADIET, L., y JEULAND, E., Droit judiciare privé, op. cit., pp. 221-2.

26. Es de remarcar que en la doctrina francesa la “legitimité” se examina respecto del “interés en actuar”.
27. Téngase en cuenta que se trata de valorar criterios de admisibilidad de la demanda formulada, no de la estimacién

de la misma. Por lo tanto, todo este debate debe contextualizarse convenientemente en una comprensién, a su vez, de
la accién en sentido abstracto.
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28. MANDRIOLI, C., Diritto processuales civile, Torino, 2006, p. 52: “Naturalmente, questa ‘possibilita giuridica’ ¢
una condicione-limite e, come tale, ha una portata prevalentemente teorica”.

29. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., p. 162.

30. JUAN SANCHEZ, R., “La legitimacién procesal civil en la jurisprudencia del Tribunal Supremo: algunos ejemplos
para contribuir a un debate no cerrado”, Diario La Ley, ntim. 7550, p. 9 a 13.

31. A este respecto puede verse CARRASCO DURAN, M., “Examen jurisprudencial del concepto interés legitimo,
aplicado a la defensa de los derechos fundamentales en el proceso contencioso-administrativo”, en Justicia: Revista de
derecho procesal, nims. 1-2, 2004, pp. 231 a 270 (articulo consultado en version electrénica vLex-295524).

32. Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de
Capital. El articulo citado es el correspondiente al antiguo 117 de la Ley de Sociedades Anénimas, derogada por este
RD Legislativo.

33. ORTELLS RAMOS, M., Derecho Procesal Civil, op. cit., p. 152.

34. Este elemento puede comprobarse en la definicién de MONTERO AROCA, J., De la legitimacion..., op. cit., p.
204, sobre el “interés legitimo”: “ese interés responde necesariamente a la afirmacién de titularidad de una relacién o

situacion juridica que se tiene respecto de otra relacién juridica o situacién juridica de un o de unos terceros”.

35. Es conveniente también hacer una observacién terminoldgica. Tanto doctrina como jurisprudencia utilizan en
muchos casos la expresién “interés legitimador”. Como se verd el interés no legitima, sino que es la referencia para
una posterior regla de legitimacién, asf pues el adjetivo correcto deberia ser el de “legitimante”. Asi GUTIERREZ DE
CABIEDES, P, “A vueltas...”, op. cit., p... se reflere a “situaciones juridicas legitimantes” y ORTELLS RAMOS, M.,
Derecho procesal civil, ap. cit., p. a “posiciones legitimantes”; por su parte GARBERI LLOBREGAT, J., Capacidad,
postulacion y legitimacion..., op. cit., p. 70, se refiere a “titulos de legitimacién”.

36. Esta distincién estd en la base de la distincién que a su vez ya establecia CARNELUTTI, E, Sisterna de Derecho...,
q ¥i
11, p. 30, al contrastar el “interés litigioso” o “interés en conflicto” con el “interés en la composicion del litigio”.

37. MONTERO AROCA, ]., De la legitimacién..., op. cit., p. 206.
38. LOPEZ FRAGOSO, T, Proceso civil prictico (dir. GIMENO SENDRA), Madrid, 2010, t. I, pp. 254 y 256.

39. La utilidad instrumental de un concepto como el “interés legitimo” ya es cldsica en la doctrina administrativa
italiana, ALESSI, R., Instituciones de derecho administrativo, Barcelona, 1970, pp. 444 y ss. En Espafa la idea de un
beneficio “siquiera sea instrumental o de efecto indirecto” (STS de 15 de septiembre de 1997, R] 1997/6592) también
estd presente en la construccién de la doctrina constitucional sobre el art. 24. 1 CE, como después se verd.

40. Con base en este criterio podemos compartir la opinién de MONTERO AROCA, ]., De la legitimacion..., op. cit.,
pp- 202-3, de que el art. 19.1 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, no recoge un supuesto de
legitimacion por “interés legitimo”, y si por mero interés juridico, siendo innecesario que como afirma el citado autor
“el actor debe hacer la afirmacién de violacién de un interés determinado muy préximo, aunque distinto, del derecho
subjetivo”. El sujeto legitimado en virtud de esa norma serd parte de la que mds adelante denominaremos segunda si-
tuacién juridica expuesta en juicio, y que es la que se identifica con el objeto del proceso, circunstancia que no pasa en
el resto de casos de legitimacién “por interés legitimo”.

41. Si bien estas situaciones caben en el supuesto de hecho del art. 13.1 LECiv, este no se limita a las mismas.

42. Esencialmente en el caso de la impugnacidn de normas y disposiciones generales, pero también mediante la impug-
nacién de actos singulares cuando a través de las mismas se exige que la Administracién acttie de conformidad con el
ordenamiento juridico. GUTIERREZ DE CABIEDES, P, “A vueltas...”, pp. 266 a 274. GARCIA DE ENTERRIA,
E., Curso..., op. cit., p. 634, a raiz de la doctrina del TC sobre el art. 24.1 CE afirma que dicho articulo “comprende y
ampara también los intereses indirectos, de modo que todo interés individual y social tutelado por el Derecho indirec-
tamente con motivo de la proteccién del interés general puede calificarse como interés legitimo”.



43. Sigue siendo vélido a esto respecto lo dicho por ORTELLS RAMOS, M., El proceso contencioso-administrativo (con
MASCARELL NAVARRO, CAMARA RUIZ y JUAN SANCHEZ), Comares, 1997, pp. 73 a 76.

44. Entre otros pronunciamientos la SAP de Pontevedra de 20 de enero de 2003 (JUR 2003/109173) y otros que se
citan en la obra de CALDERON CUADRADO referida més adelante.

45. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., pp. 164 a 167.

46. CALDERON CUADRADO, M. P, Tiutela civil declarativa, Valencia, 2010, p. 205-6, y mucha de la jurispruden-
cia que cita. Esta autora define la necesidad de actuar como “la necesidad de proteccién judicial, el llamado interés en
accionar. Interés que radica no tanto en conseguir el bien garantizado por la ley, como en conseguirlo por obra de los
tribunales y, mds en concreto, en conseguirlo a través de la especifica actuacién jurisdiccional solicitada. Por supuesto,
su ausencia significard igualmente la desestimacién de la demanda, lo cual no excluird que extraordinariamente se dis-
ponga un distinto tratamiento, aunque en este momento la «<normalidad» conduce a su enjuiciamiento en la sentencia,
también aqui de fondo. Y es que no hay otra opcién. «Si no existe interés», que habra de ser legitimo, «no hay derecho
a obtener tutela juridica y no debe concederse dicha tutela: aunque el demandante fuera titular de un derecho subjetivo
y el demandado un deudor correlativo de la prestacién correspondiente a ese derecho (...), la Jurisdiccién no puede ser
legitimamente movilizada o no tiene por qué desplegar todo su quehacer (...) si no es legitimo, de principio a fin del
proceso, el interés que mueve la pretension»”.

47. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., p. 165.

48. Asi se conviene también por CALDERON CUADRADO, M. P, Titela civil declarativa, op. cit., p. 230, precisa-
mente en orden a la modalidad de tutela judicial a prestar.

49. CALDERON CUADRADO, M. P, Tutela civil declarativa, op. cit., pp. 236 a 246, afirma expresamente que el
interés en actuar no puede confundirse con la legitimacién por “interés legitimo” y para ello cita diversos ejemplos. Sin
embargo no llega a determinar dénde reside la diferencia entre uno y otro concepto, pues con la cita que hace de Proto
Pisani, emplea la misma expresién para referirse a una y otra realidad juridica.

50. Vid. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., p. 167.

51. El Ministerio Fiscal no sélo ejercita intereses publicos, como se deduce del articulo reproducido y se puede consta-
tar, por ejemplo, con la nueva redaccion del art. 15.1-1I LECiv. Por eso no debe descartarse el uso del término “publico”
para referirse al interés deducido en todos aquellos casos en los que la legitimacién no corresponde en exclusiva a un ti-
tular privado. No asi CALDERON CUADRADO, M. P, Tutela civil declarativa, op. cit., p. 37: “Creo en la existencia
de un derecho de accién en sentido concreto, distinto del derecho al proceso y de base no constitucional, es evidente,
que se proyecta sobre un amplio sector del que se denomina orden juridico-privado: derecho a la sentencia favorable, a
la tutela jurisdiccional de contenido determinado... La aparicién, todavia exigua pero creciente, de ciertos intereses pu-
blicos en este dmbito hace, sin embargo, que resulte dificil generalizar aquella explicacién; piénsese en la ampliacion de
la legitimacién mds alld del titular del derecho o interés legitimo protegido: ciertas asociaciones, ministerio fiscal...”

52. Al respecto no parece existir discusién. Para DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., p. 158,
al tratar la “legitimacion representativa” se refiere a “tutelas jurisdiccionales basadas en derechos ajenos y, ademds, con
gran frecuencia, en interés de los titulares de esos derechos” o bien “la asociacién o grupo no actda en interés propio,
sino en interés de esos ‘afectados’”.

53. Asi, los intereses supraindividuales corresponden por igual a todos y cada uno de los integrantes de un grupo, pero
ninguno de ellos puede actuar juridicamente como titular de un interés de dicha naturaleza, ni siquiera el grupo. No
debe confundirse lo que ahora se plantea con la legitimacién para ejercitar pretensiones procesales que no tienen como
base un derecho subjetivo (por ejemplo las pretensiones constitutivas extintivas basadas en el art. 73 CC), pues si bien
es posible que se ejerciten pretensiones en las que no subyace un derecho subjetivo, no se puede decir lo mismo respecto
de la existencia de un interés en todo tipo de pretensién procesal.

54. Desde esta perspectiva ademds resulta evidente que deben superarse apreciaciones como la que en su dfa formulara
CHIOVENDA, G., Instituciones..., 1, op. cit., pp. 70 a 74 y 193 a 201: “Para que el juez estime la demanda, no basta
que considere existente el derecho, sino que es necesario que considere que éste corresponde” precisamente “a aquel que
lo hace valer y contra aquel contra quien es hecho valer”, afirmacién que le sitve a CALDERON CUADRADO, M.
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P, Tutela civil declarativa, op. cit., p. 202, para concluir que es perfectamente razonable que “en la mayorfa de los casos
este presupuesto se confunde con la cuestién de la realidad del propio derecho”.

55. Es el criterio que subyace en la clasificacién de las acciones en el Derecho francés, cuando se distinguen entre
aquellas que se ejercitan “A titre personnel” o para la defensa de un “intérét personnel” de aquellas que se ejercitan “a
une autre titre” o que no tienen por objeto la defensa de un “intérét personnel”. CADIET, L. y JEULAND, E., Droit
Judicaire privé, op. cit., pp. 224 a 240.

56. En el Derecho francés para referirse a las mismas es de uso muy comun la expresién de “intérét d’autrui”.

57. Aunque sea en el dmbito del proceso contencioso-administrativo, donde este planteamiento puede ser mds fécil-
mente visualizado, estd mds en linea con lo expuesto lo que afirma la STS de 4 de marzo de 2003 (R] 2003/2733)
cuando afirma que la legitimacién comporta la “necesidad de constatar la interrelacién existente entre el interés legitimo
invocado y el objeto de la pretension”.

58. ORTELLS RAMOS, M., Derecho procesal civil, op. cit., p. 145.

59. GARBERI LLOBREGAT, J., Capacidad, postulacién y legitimacion..., op. cit., p. 66, define la legitimacién como
“la relacién juridica en la que se encuentran un sujeto, o una pluralidad de ellos, con respecto al objeto litigioso de un
determinado proceso”. GIMENO SENDRA, V., Derecho procesal civil, op. cit., p. 141, condiciona la estimacién de la
pretensién a que “las partes se encuentren en una determinada relacién material con ella”.

60. ORTELLS RAMOS, M., Derecho procesal civil, op. cit., p. 145.

61. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil..., op. cit., p. 152, quien luego lo reitera con referencia a que la
legitimacién consiste en una “cualidad de un sujeto inherente a una posicién determinada de ese sujeto dentro de una
situacion juridica” (p. 154).

62. ORTELLS RAMOS, M., Derecho procesal civil, op. cit., p. 146.

63. GIMENO SENDRA, V., Derecho procesal civil, op. cit., pp. 141-2, vincula la legitimacién a una cuestién de Dere-
cho material “toda vez que, en un proceso civil, regido por el principio dispositivo, sélo los titulares de tales derechos e
intereses pueden ejercitar su defensa ante los tribunales”, pero precisamente dicha afirmacién da pie a un enfoque pro-
cesal de la legitimacién, médxime cuando después se apunta que “el fundamento de la legitimacién hay que encontrarlo
en las exigencias del derecho a la tutela judicial efectiva y en la prohibicién de indefensién que efecttia el art. 24 CE.
Y ello, porque, si se permitiera que actuara en un proceso s6lo quien afirma la titularidad de un derecho subjetivo, sin
serlo efectivamente, se producirfa una condena en ausencia de la auténtica parte material, a la que se le habria privado
de su derecho a la tutela judicial efectiva” y ademds, como ser verd, se estd a favor de un tratamiento procesal més acorde
con los presupuestos procesales.

64. GARBERI LLOBREGAT, J., “La falta de legitimacién...”, op. cit., p. 3. Ademds este autor vincula a la falta de legi-
timacién “al menos, el efecto negativo o excluyente de la cosa juzgada material (impidiendo que quien ha sido declarado
falto de legitimacién activa o pasiva pueda intervenir de nuevo en otro proceso con el mismo objeto y entre las mismas
partes)”. Dicha afirmacién, sin embargo, necesita de diversas matizaciones. Si efectivamente la sentencia constata una
“falta de legitimacién”, la pretensién procesal deducida habrd quedado imprejuzgada, con lo que es dificil atribuirle
dicha eficacia; pero por otra parte, si se considera que ese defecto no ha impedido que se dicte sentencia de fondo, por
ejemplo afirmando que quien se presentaba como el acreedor en realidad no lo es, con independencia de que si exista
el crédito, y ese es el verdadero alcance de la cosa juzgada, se tendrd que convenir que el proceso ha sido plenamente
eficaz —aun en sentido negativo— a pesar de haber sido conducido por un sujeto que no era el titular de la relacién
juridico-material deducida. Es decir, en nada le ha afectado a su legitimacién la realidad de los hechos constitutivos de
la pretensién salvo en la desestimacion de la misma.

65.Y otros que ya hemos examinado en nuestro citado articulo “La legitimacién procesal civil en la jurisprudencia del
Tribunal Supremo...” (vid. nota 30).

66. DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., p. 162.



67. Salvo los supuestos de pretensiones de condena dineraria ejercitadas por asociaciones con fundamento en articulos
como por ejemplo el 11. 2 LECiw.

68. GARBERI LLOBREGAT, J., Capacidad, postulaciin y legitimacion..., op. cit., pp. 65-6, distingue entre validez del
proceso —cuando se plantea entre partes capaces y asistidas convenientemente de abogado y procurador— y eficacia
del proceso —cuando se plantea entre partes ademds legitimadas—, de modo que sin la legitimacién el proceso “puede
no ser eficaz para resolver el conflicto de fondo que en el mismo se haya planteado” —cursiva del autor—. Pero dicha
distincidn es artificial, pues bastan esas palabras reproducidas, y el ejemplo que cita dicho autor, para poner de mani-
fiesto que si la sentencia afirma que el actor no es e/ acreedor o el demandado ¢/ deudor, la sentencia habrd resuelto defi-
nitivamente el conflicto de fondo planteado por las partes y no impedird que ese crédito se discuta entre otros sujetos.
Es decir, a pesar de la “falta de legitimacién”, se habrd dictado sentencia de fondo.

. Artificial también resulta el modo en que tradicionalmente ha operado el TS para el tratamiento de la legitimacion y
al que parece adherirse este mismo autor en su otro trabajo citado en este articulo (“La falta de legitimacién...”, pp. 2-3)
en el que reprocha al TS que en sus tltimas resoluciones se haya apartado del mismo. Dice asi GARBERI: “Ocurre,
sin embargo, que desde siempre la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha considerado a la legitimacién como una
cuestién de fondo (no adjetiva, no procesal), pero no como la cuestién de fondo. Para explicarlo con toda claridad
podria decirse que, en un proceso donde se reclama el pago de un derecho de crédito, la legitimacién es una cuestién
de fondo (es decir, lo es el determinar si quien demanda como actor es, efectivamente, el acreedor y no un tercero no
titular del crédito, y si la persona frente a la que se dirige la demanda es, efectivamente, el deudor y no un tercero ajeno
a la obligacion de pago correlativa a aquel derecho de crédito), pero no es la cuestién de fondo (la cual, estrictamente, es
la de determinar si existe o no en realidad dicho derecho de crédito, y si el mismo es debido o no por el demandado)...
Por expresarlo de otro modo, para la jurisprudencia del Tribunal Supremo en todo proceso hay dos cuestiones de fondo...
—cursiva del autor—".

69. ORTELLS RAMOS, M., Derecho procesal civil, op. cit., p. 146.

70. En la doctrina francesa también se destaca este aspecto. CAYROL, N., “Action...”, op. cit., p. 38: “la plupart des
ouvrages de procédure traitent les conditions de recevabilité de I'action en étudiant distinctement lintérét puis la
qualité pour agir. Ladage «Pas d’intérét, pas d’action» n'est donc exact qu'occasionnellement: parfois, les prétentions
de celui qui n’a pas d’intérét personnel A agir seront recevables en vertu de la loi; d’autres fois, au contraire, le juge ne
se prononcera pas sur la prétention d’un plaideur bien que celui-ci puisse justifier d’'un intérée, la loi réservant le droit
d’agir & d’autres que lui”.

71. Por esta razén también valoramos como acertada la idea de GUTTERREZ DE CABIEDES, “A vueltas...”, op. cit.,
p. 226, de que la clasificacién de las reglas de legitimacién como ordinarias o extraordinarias no pueden descansar en
una supuesta “legitimacién por derecho subjetivo” y en una “legitimacién por interés”, respectivamente. Esa clasifica-
cién sélo puede sostenerse a partir del criterio de que, en todo caso previa afirmacién de la titularidad de la facultad
de actuar, se afirme o no la titularidad de la situacion juridica deducida en juicio. Es decir, descansa sobre un elemento
ciertamente extrafio a la propias reglas de legitimacién.

72. GUTIERREZ DE CABIEDES, P, “A vueltas...”, op. cit., p. 223.

73. Este punto de partida también se comparte por DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, op. cit., p. 154,
quien sin embargo después se aparta bastante de las consideraciones que realizamos en este trabajo. Dice asi: “Se apre-
ciard, en consecuencia, la mayor exactitud y omnicomprensién que represente definir la legitimacion como cualidad de
un sujeto inherente a una posicion determinada de ese sujeto dentro de una situacién juridica”.

74. El art. 24.1 CE en este orden de cuestiones, y tras la doctrina del TC en materia de acceso a la jurisdiccidn, se con-
vierte asi en una norma de legitimacién equivalente a la que en el ordenamiento juridico francés es el art. 31 NCPC:
“Laction est ouverte 4 tous ceux qui ont un intérét légitime au succes ou au rejet d’'une prétention, sous réserve des cas
dans lesquels la loi attribue le droit d’agir aux seules personnes quelle qualifie pour élever ou combattre une prétention,
ou pour défendre un intérét déterminé”.

75. Sin embargo la redaccién de ambas difiere: mientras la LJCA legitima a quien “ostenta” un derecho, aspecto que
no serd posible determinar sino en la sentencia; la LECiv legitima a quien “acttie en juicio como” titular del derecho, es
decir, hace descansar la legitimacién en la afirmacién de esa titularidad.
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76. También en la doctrina francesa se denuncia esta confusiéon. GINCHARD, S., FERRAND, E Y CHAINAIS,
C., Procédure civile, op. cit., p. 151: “Intérét et qualité sont deux notions voisins que les décisions jurisprudentielles ne
distinguent pas toujours avec la netteté désirable”.

77. Art. 20 LJCA: “No pueden interponer recurso contencioso-administrativo contra la actividad de una Adminis-
tracién publica: a) Los 6rganos de la misma y los miembros de sus érganos colegiados, salvo que una Ley lo autorice
expresamente”.

78. STS de 24 de mayo de 2002, R] 2002/6424.

79. Para este supuesto de legitimacién puede verse el trabajo ya citado de CARRASCO DURAN, M., “Examen juris-
prudencial..”, op. cit., pp. 8 a 11 de la versién electrénica.

80. Un comentario sobre esta sentencia en: TORRES-DULCE LIFANTE, E., “Legitimacién de la SGAE para ser
parte en un proceso civil en el que se debatia el canon por copia privada”, en La Ley, nim. 7284, de 16 de noviembre
de 2009, pp. 10 a 14.

81. Firmado por el magistrado Rodriguez-Zapata.
82. Podrfamos decir que si si la decisién va a descarnar en la aplicacién e interpretacién de normas fiscales.
83. Realmente este pdrrafo del voto particular es toda una muestra de poco dominio de estos conceptos.

84. Esa es la verdadera singularidad del caso frente a otros supuestos en los que la jurisprudencia ha rechazado con mejor
criterio la legitimacién para impugnar acuerdos societarios de quienes no son accionistas en el momento de presentar la
demanda. Este ejemplo sirve a su vez para resaltar la relevancia que tienen los hechos constitutivos en los procesos por
intereses personales y directos.

85. CARRASCO DURAN, M., “Examen jurisprudencial...”, op. cit., pp. 19 y 20, sobre la impugnacién de las dispo-
siciones generales.

86. Otro puede verse en la STC 25/2008, de 11 de febrero.

87. La condicién de militar profesional no es suficiente base juridica para poder impugnar una resolucién administra-
tiva relativa al envio de unidades militares al extranjero si no se estd entre los afectados (ATS de 8 de enero de 2004, R]
2004/16422).

88. La directa relacidn entre la ventaja o utilidad juridica y la situacion juridica del legitimado puede verse en el estudio
que sobre el “interés legitimo” realiza CARRASCO DURAN, M., “Examen jurisprudencial...”, 9p. cit., pp. 4 y ss.

89. En el estado actual de la doctrina jurisprudencial sobre el art. 24.1 CE en materia de acceso a la jurisdiccién, no es
que el “interés legitimo” tenga un alcance superior al “interés directo”, sino que se trata de aspectos complementarios
de observar una misma realizar: el primero se refiere a la existencia objetiva de un interés juridico, el segundo a su atri-
bucién personal.

90. Histéricamente la jurisprudencia administrativa ha reconducido la accién popular a los supuestos legalmente pre-
vistos. Vid. GUTIERREZ DE CABIEDES, P, “A vueltas...”, ap. cit., p. 268.

91. Para un interés “futuro pero cierto” vid. CARRASCO DURAN, M., “Examen jurisprudencial...”, op. cit., pp. 7 y
8.

92. Por ¢jemplo DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil, p. 165, alude a este requisito como “necesidad
actual de la tutela jurisdiccional”.
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